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INTRODUCCIÓN 



Si dirigimos nuestras miradas á las obras de derecho 
civil que salen á luz diariamente, fácil es observar el mo- 
vimiento de los escritores, respecto á la fijación del método 
que debe seguirse para su estudio, y sobre el orden siste- 
mático que ha de existir en sus distintas disposiciones legis- 
lativas (1). En cambio no se nota agitación por las refor- 
mas que puede requerir la necesidad de los tiempos; ni so- 
bre la lucha verdadera for el derecho^ á la que corresponde 
determinar exclusivamente el progreso de aquel importan- 
tísimo ramo de la ciencia jurídica. A veces se permite algu- 
no por incidencia mencionar una reforma útil; pero nadie se 
ha ocupado de propósito en examinar qué otras relaciones 
esenciales de la vida debiera contener la legislación civil, 
ni qué modificaciones útiles para el bienestar social podrían 
aportarse á la legislación vigente. Cabe decir, por lo mis- 
mo, que el derecho civil se ha estacionado ante la siempre 
creciente variedad de relaciones nuevas que ha originado la 
evolución social (2). 

Las poderosas causas que, á nuestro juicio, han contri- 
)uído á retardar el progreso del derecho civil-, pueden re- 
iicirse á éstas: 1.^ falta de estudio de una filosofía del de- 




_^éase Brini. Ensayo de institucionss de dsrtsho civil] Vadí.lí-Pa- 
itanciaijí«***c^0 dvU la enseñanza universitaria] GlANTfJRCO^ Los estu» 
vid^lk»^*^^® ctüt? y la cuestión del método en Italia] Gabba, Teoria de la 
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recho apoyada en los resultados de la moderna dirección 
científica: 2.^ erróneo concepto del derecho y del distado 
por influencias politicas: 3.^ separación entre la ciencia 
éconómica y la jurídica'. 4.*’ preponderancia excesiva del 
derecho romano. 

Con razón se ha observado que el derecho romano gira 
únicamente sobre el individuo y su libertad, contrapuestos 
á todas las demás personas; por lo que hubo de encerrarse . 
en los límites de un concepto jurídico negativo, sólo apto ¡ 
para limitar (1). Igualmente se afirma hoy, que los códi- 
gos civiles vigentes se ocupan casi sólo del individuo huma- 
no en sentido atómico y abstracto, sin presentar más que la 
legislación privada individualistica; con lo cual resultan | 
siempre impropios ó inadecuados á las varias exigencias de 
nuestro tiempo, en que el centro de vida y de acción, aleján- 
dose gradualmente de la unidad individual, va á parar con 
rapidez progresiva á la unidad social (2). | 

Ahora bien, fácil es ver que el espíritu de la legislación ^ 
civil moderna se armoniza en este punto con el de las leyes \ 
romanas. Sólo en loa pueblos de la raza germánica se nota í 
^ el hecho contrario, en razón á que el derecho romano, 
opuesto en espíritu á la vida psicológica y social de aquella j 
raza, no tuvo gran influencia sobre su legislación. Así que- i 
da demostrado claramente que una causa contraria á los ■ 
progresos del derecho civil ha sido precisamente la influen- ^ : 
cia predominante del derecho romano. 

Ha influido además la dirección transcendental de la Jílo~ 
tojia del derecho^ que, como hemos dicho en otra parte, ha 
llegado al hombre real^ convirtiéndose en una ciencia cdbs^ 
tracta^ aislada del actual movimiento científico, que ha 
ofrecido ideas más positivas sobre el hombre y la sociedad» 
humana (3). 

El despotismo de Estado que imperó hasta los últimos años , 
del siglo anterior y ejerció su maléfica influencia aun en la(' i 
primera mitad del nuestro, ha producido un sentimiento f I 

(1) Véase Cimbí.li, i» nutva faa$ del derecho ctvtí; Turín, 18«‘ jl 

(2) C 11 CBA.LI, obra cit. ^ - X ' 

(8) Véanse nuestros trabajosi—JÍÍ naturohsmo moderno * 

Áel derecho,» •Melacionee de la fllotofia del derecho con lae otr s 
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jreprobación contra toda ingerencia del Estado con que quie- 
ra ponerse límites á la libertad individual. Así se dice que, 
en cconoTtiia, la libertada es el principio más sólido para con- 
eeguir el bienestar social, y que toda restricción de la mis 
ma produce inevitables males. De aquí la resistencia casi 
universal á la promulgación de leyes restrictivas de la lu 
lertad individual; y de ahí también el individualismo prc- 
dominanté en el Código civil. 

Por último, no hay que olvidar, entre las causas contra- 
rias al desenvolvimiento de la vida económica y la separación 
existente entre la ciencia del derecho y la economía. Los más 
£rmes partidarios del principio de la sociabilidad {socievo- 
lezza) son precisamente aquellos economistas que tuvie- 
ron poco ó ningún conocimiento de los principios funda- 
mentales de la ciencia del derecho; que se limitaron al es- 
tudio de los fenómenos económicos y á buscar sus leyes, 
creyéndolas absolutas é inmutables y sin recordar que los fe- 
nómenos económicos son una parte de los fenómenos soda- 
leSy que éstos tienen todos íntimas relaciones entre si, y 
que la filosofía del derecho es la ciencia fundamental que 
debe establecer las leyes de armonía entre todos los fenóme- 
nos sociales. 

De todas estas causas depende que, mientras las otras ra- 
• mas del derecho progresaban de un modo admirable de día 
en día, por ejemplo el derecho penaly el derecho civil ha per- 
manecido casi estacionario, falto de las corrientes de vida 
que han traído los resultados científicos modernos. Sólo se 
La salvado d® este perjuicio el derecho comercial y que nos- 
otros consideramos como parte del civil\ y eso porque la 
j naturaleza de los fenómenos que regula ha impuesto la ne- 
L cesidad de la reforma aun á los entendimientos más con- 
1 eervadores. 

V Conviene notar además que el transcendentalismo en la 
\flloso fia del derecho ha conducido á un erróneo concepto del 
^derecho y del EstadOy porque, olvidado el verdadero desen- 
•K’olvimiento de los fenómenos de la vida social, ni se puedo 
A?omprender el concepto positivo del primero, ni la impor- 
f tancia y extensión de las funciones del último. Así se ha 
-olvidado que el Estado tiene nó sólo funciones de limitación 
, y de tutela, en sentido muy restringido entendidas, sino 
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taKitiéD otras funcioEes sociales^ para establecer el equili- 
brio y el orden en todas las varias direcciones de la vida 
social. 

Los modernos filósofos juristas y los economistas que- 
trataron de enaanciparse de aquel transcendentalismo, tu- 
vieron necesidad de bjar el verdadero concepto del derecho 
y de establecer la verdadera misión del Estado (1). Así se 
ha dicho muy bien que «es un oficio de coordinación y de 
compensación el que está llamado á ejercer el Estado mo- 
derno; ayudando al débil, sin reducir á la impotencia al 
fuerte; p>reviendo los actos exorbitantes, sin destruir la cau- 
sa que los produce; conteniendo en sus justos limites la ac- 
ción de los fuertes, para evitar las extralimitaciones, pera 
sin matar á los fuertes ni inaugurar, sobre la debilidad y la 
ruina de todos, el triunfo de la propia tiranpa (2).» 

De la separación entre la ciencia económica y la ciéncpúí 
del derecho parece derivarse también la consecuencia d« 
que el desenvolvimiento de muchos fenómenos económicos 
se ha operado á modo eslege^ porque, como será ampliamen- 
te demostrado en esta obra, el derecho es ley de rinculo hu- 
mano f y de armenia social^ y si las leyes económicas no están 
en armonía con las recibirá acaso beneficio un 

orden principal de los fenómenos económicos, la 
ducción de la riqueza^ pero sufrirán maléficas influen- 
cias los demás, y especialmente los de la distribución y del 
consumo. En realidad así sucede, y de ahí derivan no pocos 
de los modernos males sociales y las continuas lamenta- 
ciones y las iras populares. Así el bien que puede derivar 
del desenvolvimiento de los fenómenos de la 'producción, 
se neutraliza del todo con los graves males que prtduce la 
falta de leyes reguladoras de la actividad económica. 

También depende de la separación entre la ciencia dsl 


(1) WONTANARi, La ctissiiófi forestal; krreba, InstUnciones fCotiCmícaB 
<J«1 .Y/A'; scniATTABEi LA, Del método en economía, y el otro trabajo 

file Sofía jontiva y los vihmos ecom mistos ingleses: Xa »no- 

tierna filcsofia del derecho, y La familia en el derecho naivral: CARL*, X# 
\ida del derecho en sns relaciones con la vida social: 1>BI. GIUDICK La nuev^ 
escuela económica y el Congreso deAfílón, y, en fin, las obras d« laWPKRTI- 
MBBSBDAOIIA, NAtZANI, CUSUMANC, etC.' 

{ 2 } cimbali , obra cit. 
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derecho y la economía que las perturbaciones frecuente- 
mente gravísimas en el desenvolvimiento de la vida econó- 
mica escapen á la acción del magisterio re'presivo del Es- 
tado, Y que individuos que merecen gravea penas queden 
en la impunidad, y hasta intenten de nuevo turbar el orden 
de las relaciones económicas. 

Y ¿qué diremos además de los daños que origina la fal- 
ta de oportunas leyes de 'prevención social por el lado eco- 
nómico? He aquí uno de los puntos más delicados del argu- 
mento relativo á las relaciones de la función social de pre-* 
tención con la función económica; argumentg seriamente 
tratado en nuestros días por los criminalistas de la escuela 
positiva, la cual, al estudiar las causas del delito, ha halla- 
do en la mala ordenación económica un factor social que 
concurre eficazmente al aumento de la criminalidad y á la 
aparición de nuevos fenómenos criminosos. 

Este argumento es digno de un estudio especial, y^ nos- 
otros, en un trabajo próximo á publicarse, nos ocuparemos 
de él de intento. No omitiremos, sin embargo, en éste la 
oportuna mención de algunos casos señalados, en que pa- 
rezca necesario desenvolver la función prevención social 

Estas ligeras ideas bastan para mostrar el objeto del pre- 
sente trabajo, que hemos denominado: El derecho en la vida 
económica. No pretendemos desenvolver en particularidades 
minuciosas la relación entre la función jurídica del Estado 
y la vida económica; sino sólo mencionar algunos casos de 
los más importantes, en que se necesita extender á los fenó- 
menos económicos el imperio del derecho. 
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I CAPÍTULO I 

•v'' 

p-.^. LA CUESTIÓN SOCIAL 


I Inútil seria negar la existencia de la cuestión social y la 
. necesidad de resolver los graves problemas que de ella sur- 
, . gen. «Es un tema formidable, dice un escritor moderno; se 
le discute desde el palacio al tugurio; desde la fábrica y la 
, tienda al estudio del artista; desde el club de la llamada 
High-life basta la taberna déla aldea.» ¿Quién pudiera 
r|v. reídmente en nuestros días negar importancia á esta cues- 
tión, cuando los más ilustres pensadores contemporáneos 
fie ocupan solícitamente de ella, tratando de buscar los re- 
medios oportunos que puedan facilitar la solución? Los ita- 
líanos han sido los últimos en notar la importancia de la 
, cuestión social y. y sin embargo, vemos diariamente publicar- 
se trabajos importantes respecto de ella, y trabajar hombres 
- de elevada cultura política y jurídica en su resolución. No 
hay discursos de nuestros hombrespolíticos más cultos en que 
no se mencione la cuestión social y no se propongan proyec- 
tos de reforma^ Minghetti, en el exordio de una confe- 
rencia sobre la legislación social^ idea nacida de la necesi- 
dad de resolver dicha cuestión, reconocía la existencia do 
los graves males que afligen á las clases sociales inferiores; 
observaba que, á pesar de los progresos de la industria y de 
otras direcciones de la actividad humana, en todas partes y 
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á todas horas se presenta el espectáculo del pauperismo, do ’ 
la bancarrota, de las crisis comerciales, del exceso de po- ‘ 
blación, de los celos internacionales, etc., y notaba que has- ‘ 
ta en las clases acomodadas el movimiento económico ha, 
despertado una inmoderada avaricia de ganancias y una sed 
insaciable de placeres, mientras frecuentemente el alma hu- 
mana permanece triste y vacía ante los resultados maravi- 
liosos de las artes. Y para reparar, añadía él, los males quo ’ 
se derivan de la transformación moderna de las industriaOj 
es necesario recurrir á una legislación social (1). i 

Berti, uno de los calurosos defensores de oportunas ley^l 
para las clases trabajadoras ^ reconoce la necesidad de r4-'^- 
solver los más importantes problemas de la cuestión socia)X\ 
y observa que en todos los Estados los obreros son objetSb| 
de medidas legislativas. En Inglaterra, escribe, aumentan' '* 
éstas de día en día; en Alemania se preparan calurosameu'^- 
te; Austria misma, perezosa por sistema, ha aprobado últM-, 
mámente una ley de minería en interés de los obreros:;|'y ? 

E ranp.ia v Réljcrira. nn descansan tamnoco. 


Erancia y Bélgica no descansan tampoco. ^ ^ 

No hablamos de los italianos porque en Italia hace ’ 

: í ._ fn\ 1 


que se agita la cnestión social (2), aunque la resolución 


los principales problemas de la misma se reconoce ya coi 


necesaria por ilustres pensadores. Pero ¿qué diremos delfeí 
naciones donde la lucha se agita hace muchos años en 


campo de la ciencia y de \ 2 k 'práctica^ ¿Qué de los innumeraV-^ 
bles trabajos que en ellas se publican, conducidos con méto-»" 
do científico, severo y fecundo en ideas útilísimas? No no» 
hagamos ilusiones, por lo tanto; hay graves problemas so- 
ciales que se necesita resolver, y resolver oportunamentei ■ 
para evitar á la sociedad profundas perturbaciones. 

Y nótese que no sólo los hombres de partidos políticos ex- 
tremos se ocupan con la cuestión social\ sino también aque- 
llos, según se observa fácilmente, que están reputados de 
hombres de orden. Lucciiini, profesor de derecho penal en \ 
la Universidad de Bolonia, en una introducción á su curso 
de lecciones universitarias, se sorprendía de que, en medio 
de tanto desorden social, la criminalidad se mantenga aún 


(1) Minohetti, La legislación soeialy Milán, 1882; 

(2) Escribe Puglia en 1885 CL. D.J 
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en grados inferiores, gracias al freno que el pueblo sabe 
imponerse á sí mismo. Es oportuno trascribir las palabras 
de aquel discreto profesor. 

€ Pensemos, dice, que en los más fatigosos trabajos, en laa 
más viles y peor recompensadas fatigas, en los pantanos, 
en los hospitales, en los remolinos del océano, muere dia- 
riamente de frío, de hambre, de pelagra, de desesperación, 
una gran cantidad de gente, que sólo conoce de la vida laa 
amarguras, de los hombres la vileza, de la sociedad el aban- 
dono, del Estado las cargas y de la civilización los goces 
. agenos; que de estos parias se compone el mayor número 
de los co-asociados, pobres de derechos, oprimidos de de- 
* beres; y que, á pesar de todo, es infinitamente pequeña la 
falange délos malhechores» (1). También le maravilla que 
haya aún quienes se sacrifiquen por el deber en medio de 
[ tanto egoísmo social. 

i Si reflexionamos, añade, todo esto, y vemos además dia- 
1 riamente millares de desgraciados inmolarse víctimas vo- 
f ©luntarias sobre el altar del deber, antes de combatir la 
injusticias humanas y sociales, hemos de reconocer qus 
P el hombre es verdaderamente capaz de freno y de edu- 
cación. 

>' Vemos, pues, por confesión de hombres no sospechosos de 
;; subversivos contra la actual organización folitica^ que exis* 

; ten graves males sociales, que es necesario curar. Lo cual 
creen algunos que se puede conseguir en parte con una bien 
ordenada legislación social. 

Hay muchos, sin embargo, que preocupados del princi- 
' pió de liherlady incompatible á su juicio, aunque no lo de- 
' muestran seriamente, con el principio de autoridad, afirman 
que la legislación social supone la intrusión del Estado, ó 
más bien, el predominio del principio de autoridad^ en el 
desenvolvimiento de los hechos económicos v morales] hechos 
qu^^dében estar sustraídos á la influencia del Estado para 
. poder ser útiles á la vida social. Sostienen éstos que la li- 
bertad plena, absoluta, es el úuico remedio para los males 
sociales. 

Defienden esta idea no sólo pensadores del partido polí- 


{!) LucciiiNi. L% justicia pznal en l i democracia; Bolonia, 1884. 
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tico vnodéTO.do^ sino también algunos del Tüdicdl y hasta 
ciertos socialistas llamados anarquistas.^ En el fondo, anár^ 
quicos son todos, en cuanto su sistema individualista desen-' 
frenado, que se enaltece con el falso nombre de sistema de 
libertad, si pudiese ser completamente realizado, converti- 
ría la sociedad en un campo de lucha salvaje. 

Ven los males de que está minada la sociedad actual; re- 
conocen la lucha existente entre \k propiedad, el capital^ el 
trabajo, la desarmonia entre la producción de la riqueza y 
la población y entre la producción y la distribución de la ri- 
queza; pero creen que estos males, estas desarmonias eco- 
nómicas son fenómenos sociales transitorios, que desapare- 
cerían bajo la influencia benéfica del principio de plena li- 
bertad. 

Estos idealistas de la ciencia política y económica, satis- 
fechos con vagar por un mundo de abstracciones, y jamás 
solicitados del deseo de mirar á la realidad de la vida de 
los hombres, no advierten que la experiencia diaria es la 
refutación más solemne de sus teorías. Hoy es, de hecho, 
mayor que fue en el pasado la libertad política y económi- 
ca; y. sin embargo, tenemos en frente el pauperismo gene- 
ral, el número creciente de las quiebras, las crisis comer- 
ciales, las iras internacionales de los obreros, el excesivo 
aumento de población y los innumerables partidos que 
tienden consto-ntemente á cambiar el orden actual de cosas. 
Estos fenómenos socioló‘.^>cos son precisamente los que des- 
mienten las doctrinas de la escuela falsamente llamada li- 
beral, y demuestran que al bienestar social no bastan el 
desarrollo de la industria, ni la libertad de concurrencia; 
que se precisa otros distintos remedios y se requiere oportu- 
nas leyes para la vida económica, sustraída hoy á toda ley 
verdaderamente social. 

Estos anárquicos con disfraz de liberales no comprenden 
que la libertad^ absoluta, sin limites, es libertad liberticida, 
autogénesis suicida; no advierten que el individuo abando- 
nado á sí mismo en el campo económico tiende á conservar- 
se y mejorarse él mismo con daño de los demás; que el 
hombre no tiene límite en sus deseos y aspiraciones, y que 
su propio provecho le hace pensar solamente en someter á 
los otros. No ven tampoco que el capital, por ejemplo, con- 
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siderado en sí mismo, es una fuerza poderosísima para^ 
quien le tiene, contra la que nada puede el trabajo', y que la 
asociación de los obreros para moderar el opresor influjo de 
los capitalistas nada vale sin leyes reguladores oportunas 
del contrato de trabajo . 

El principio de libertad, según lo entienden estos pensa- 
dores, no puede curar, ni ha curado, los males sociales, que 
antes bien agrava; porque provoca un estado de guerra de 
todos contra todos, en el que sólo triunfan los que econó- 
micamente son más fuertes (1). 

Todavía es más fácil notar que las ideas por ellos soste- 
nidas contradicen evidentemente las ideas más comunes so- 
bre el objeto de la sociedad y su razón de ser. Si el hombre 
está realmente obligado por naturaleza á vivir en sociedad, 
si es cierto que fuera de ésta serían imposibles &u conserva- 
ción y su mejora moral y material, si es verdad que con 
la recíproca ayuda pueden conseguir los hombres los varios 
^ fines de la vida, no hay duda de que la libertad absoluta en 
- el campo económico es una negación del principo de soda* 
bilidad. Y no puede decirse que en el moderno estado so- 
cial existan los verdaderos vínculos de sociabilidad fsocie~ 
tolezzaj, que requeriría la sociedad bien organizada; al 
¡ contrario, puede afirmarse que los asociados todos hállanse 
en lucha permanente, lucha manifestada en varias formas y 
• á veces oculta á nuestros ojos, pero revelada siempre en 
sus resultados, esto es, en las víctimas que á diario vemos 
en el campo económico. 

Entre tanto, frente á los sostenedores de esta mal enten- 
dida libertad económica, surgen algunos pensadores enemi- 
gos de reformas sociales atrevidas, pero que reconocen, sin 
embargo, que la transformación económica ha producido,. 
" junto á sus ventajas, males materiales y morales de grave- 
dad, que pueden repararse, como ya hemos indicado, con 
¡ una próvida legislación social. Esta legislación habría de 


(1) Dice Haushofer: «La libertad sin límites, el libre arbitrio, no e» 
conveniente; por el cootrario, la libertad ordenada es lo que conviene i 
’ la civilización y al derecho. Y aún mejor dice Oettingen: «la liber- 
tad moral entre los hombres no existe si no se unen la libertad con las 
costumbres, la colectividad con el individuo, la ley y el orden con la 
voluntad y la conciencia» . [Moral estadutica, etc. Introducción). 
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representar el principio de tutela, de socorro y de educa- 
ción que respecta al Estado; si bien no todos sus sostenedo- 
res estén plenamente de acuerdo en las ideas que deberían 
servir de base á dicha legislación. 

Conviene recordar aquí que la idea de una legislación so • 
ciaU como remedio á los actuales males económicos, ha sido 
primeramente de los socialistas llamados autoritarios ^ por 
basarse en el principio de la legítima intervención del Es- 
tado en los hechos más importantes de la vida económica. 
Minghetti, en efecto, para alejar del pensamiento de sus 
correligionarios políticos la sospecha de un socialismo doc- 
trinario en las ideas de su conferencia de Milán, decía que 
entre la legislación social sostenida por él y el socialismo 
no había comunidad alguna, salvo las luces de experiencia 
y de cautela que caben hasta en las teorías exageradas. Re- 
conocía además que alguna verdad existe en las teorías so- 
cialistas, y concluía: «si en medib de los errores se hallan 
partículas de verdad ¿por qué ha de rechazárselas?» (!).:■ 
Berti trata también de evitar la acusación de socialista 
que podría hacérsele por sus varios proyectos sobre mejora 
de la condición económica de las clases obreras. Conviene 
copiar sus mismas palabras. El socialismo de Estado^ escri- 
be, es palabra que ha de interpretarse bien, jporque, de otro 
modo, ó no dice nada ó dice demasiado. En toda la orga¿ni- 
zación de los Estados modernos hay abundancia de socialis- 
mo; y aún habrá más á medida que los servicios públicos se 
multipliquen y que la lucha económica entre nación y na- 
ción se llaga más fuerte. Dé aquí á veinte años, el concepto 
del socialismo del Estado será muy distinto del que tañe- 
mos aliora. Cuántas leyes, hace algunos años, nos parecían 
informadas ])or el socialismo y hoy no nos parecen tales! » (2) 
]jas consideraciones hechas por Minghetti y Berti nos de- 
muestran: 1.^^ que existe diferencia de ideas, sin duda al- 
guna, sobre algunos jirincipios fundamentales, para. una fu- 
tura legislación social; 2." que no todas las doctrinas socia- 
listas son un montón de errores ó concepciones utópicas; 
3.® que reformas sociales pedidas antes por publicistas y 


(J) MiM'.hktti: obra citada. 

(2) liiíRTi. Lfl.v clases trabajadoras. 
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pensadores atrevidos, son deseadas hoy hasta por algunoc^r 
cons'ervadores , Y si todo esto es cierto, tengan los inmovi- 
listas y defensores del indiv idealismo mal comprendido la. 
bondad de escuchar pacientemente á los que considerarán 
sus adversarios, ó más bien adversarios del orden social,, 
puesto que de la discusión tranquila puede nacer la verdad, 
según ya reconocen muchos que años atrás se oponían ú 
toda tentativa de reformas sociales. 

Nosotros, entre tanto, según se habrá comprendido, es- 
tamos de parte de los que sostienen la necesidad de una 
gislación social; y, aún reconociendo con Minghetti que éstw. 
debe representar el principio de tntela, de socorro y <1*-? 
-educación que conciernen al Estado, creemos que del inoih:^ 
que ha sido concebida no tendría la virtud da conducir á la. 
mejora social á que todos aspiramos. A nuestro modo dtó 
-entender, no bastan para eso las leyes inglesas de tutela y 
de socorro {proleclive enabling acles), aunque sí para sacar 
■de sus errores á los economistas arcaicos y á los secuaces dcf 
la escuela económica que se llama líbiral debiendo llamaras'; 
anárquica; no bastan las leyes sobre sanidad, limpieza 
ventilación de la estancia en fábricas manufactureras, ni 
las leyes sobre minería; no bastan las leyes que determinan 
la forma de reparar los daños, como consecuencia de los: 
desastres producidos en fábricas y minas; no bastan las le- 
yes sobre el trabajo de la mujer y de ios niños, sobre la in¿r- 
titución del arbitraje para resolver las diferencias entre ca- 
pitalistas y trabajadores, entre patronos y obreros; no baa- 
ta favorecer la enseñanza técnica para adiestrar en la. 
práctica de los oficios; no basta la constitución de socieda- 
des de socorros mútuos y de seguros contra riesgos; no bas- 
ta el acto de 1878, del Gobierno ingló'?, que llegó á dar 
facultades á las autoridades locales para expropiar por 
causa de utilidad pública los barrios considerados mal- 
sanos, y para demolerlos y reedificarlos; sino que se ne- 
cesita un vasto sistema de reformas sociales que puedan re- 
solver los múltiples problemas de que se compone la CMS- 
ti6n social. 

La cuestión social es cuestión compleja; es educativ t 
por cuanto se refiere al orden intelectual; es política por I .t- 
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que toca al sufragio vnitersal y á las reformas es 

económica en cnanto mira á las relaciones de la tierra^ el 
capital y el trabajo en el reparto de la riqueza; es obrera en 
cuanto se propone el problema del porvenir de las clases 
trabajadoras. De aquí que, como dice muy bien Garle, to- 
do el orden social, desde los derechos del individuo hasta 
ia autoridad del Estado^ y todos los aspectos del derecho 
hnmano, desde el derecho de libertad (A áe defensd 

y el de asistencia, se hallan envueltos en una discusión 
qne no parece que llegará á término mientras no sean nue- 
vamente coordinadas y equilibradas entre sí las basca 
económicas, jurídicas y morales sobre que descansa la socie- 
dad moderna (1 ). 

Siendo compleja la cuestión social., es decir, siendo múl- 
tiples los problemas que esta expresión comprende, fácil es 
afirmar que la solución de aquella depende de la solución 
de éstos, y que hay, por lo mismo, varios modos de llegar á 
Jo primero. Nosotros examinaremos la cuestión social des- 
de el punto de vista jurídico, según se verá en los capituloa 
siguientes. 


I) Cablb, obra citada. 



CAPÍTULO II 


LEYES NATURALES Y FENÓMENOS ECONÓMICOS 


Una. cuestión importante se nos presenta al dar principio 
al desenvolvimiento de nuestras ideas y debe ser resuelta 
previamente, porque su resolución tiene directa influencia 
sobre el sistema de ideas que vamos á seguir. Es á saber: 
^los fenómenos económicos están regidos, como todos los 
fenómenos físicos, por leyes naturales, ó dependen de leyes 
humanas, mejor dicho, del libre arbitrio humano? 

Esta cuestión es importante en nuestros días por muchas 
razones: l.*' Porque con la difusión y el predominio de la 
filosofía naturalista no es difícil que incurran muchos en 
confusión de las varias leyes naturales y que otros, contra- 
rios á ellas, pongan un abismo entre las leyes naturales y 
las que gobiernan los fenómenos llamados morales y sociales) 
2.^ Porque, en la ciencia económica, oponen algunos escrito- 
res las leyes naturales á las humanas, sosteniéndose doc- 
trinas diversas respecto de algunos problemas relativos á la 
vida económica, ya en nombre de las leyes naturales, ya de 
las humanas; 3.® Porque muchos socialistas, al combatir 
algunas ideas de la escuela económica llamada liberal ú 
ortodoxa, impugnan la doctrina, por éstos defendida, de las 
\eyQs naturales económicas, como si existiese alguna oposi» 
ción entre las leyes económicas y las naturales. 

Es necesario, por lo tanto, eliminar todo equívoco res- 
pecto al concepto de ley natural, como lo es determinar con 
precisión las ideas del naturalismo en punto á los fenóme- 
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nos 'inórales y sociales, de que forman parte los eco'dómicos^ 
y en {>uuro u las leyes que los gobiernan; y así habremos 
resjjondi'lo auíicipadaniente á todas las objeciones que pu- 
dieran sernos lieclias on el desenvolvimiento de nuestras 
ider-S, é indicado con claridad los principios fundamenta^ 
les de que j-artimos para resolver las varias cuestiones de 
relación entro el derecho y la vida económica. 

Es menester notar primeramente que la cuestión pro- 
puesta ha sido muy debatida en estos últimos tiempos; 
debiendo empezar por las ideas que sostiene el profesor de 
JoiiANNis en una critica á la obra de de Laveleye titulada: 
^Les lois natarelles et ohjctde P Economle 'poUtiqve'>'> . ds 
Laveleye sostiene que los fenómenos económicos (categcria 
especial de fenómenos sociales').^ son regidos por leyes hu- 
manas, esto es^ emanadas de la voluntad de los hombrea. 
Admite que todos l^s fenómenos sin excepción se producen 
en el seno de las leyes de la naturaleza, y que todo, por 
consecuencia, os, eu cierto modo, producto de leyes natura- 
les; pero nota que hay encadenamientos de fenómenos que 
se llaman leyes naturolcs, como la gravedad, y que liay 
otras leyes, en cambio, emanadas de la voluntad de los hom- 
bres, como el Código civil, la Constitución, la lej^ electoral, 
etc.; y que, del mismo modo, la producción, la distribución 
y el consumo de las riquezas se regulan por la voluntad de 
los individuos y las prescripciones del legislador. — Y 
añade; «la diferencia grande es ésta: en los fenómenos eco- 
nómicos la fuerza que obra es la del hombre, y el hombre 
es un agente libre, que las ideas, las creencias, las leyes, 
las instituciones pueden modificar en su sustancia, y con 
mayor razón en sus manifestaciones.» 

A estas absolutas afirmaciones del profesor de Lieja, 
de JoiiANNis ha respondido con justas agrias censuras, por 
considerarlas eu al)ierta oposición con el movimiento cien- 
tífico moderno. Afirma, en cambio, que es un error admitir 
hoy, ante los progresos de la ciencia experimental, la liher^ 
iad en las manifestaciones déla voluntad humana . Aun 
cuando ni la fisiología, ni la psicología, escribe, han pro- 
gresado hasta aliora lo bastante para darnos un perfecto 
conocimiento de todas y cada una de las causas físicas que 
determinan la voluntad, es indudable que existen muchas 
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causas, unas orgánicas y otras derivadas dol ambiente, que 
obran de un modo irrefutable sobre la manifestación de la 
voluntad; la misma metafísica ha abandonado la teoría del 
libre arbitrio absoluto y se atrinchera ahora en el más limi- 
tado campo del libre arbitrio relativo. ¿Cómo negar la in- 
fluencia del clima, de la condición etnográfíca, de la cons- 
titución fisiológica y de la herencia, y apoyar todo un edi- 
ficio científico sobre una frase abandonada ya, sin sombra 
de prueba, como si fuese la más luminosa prueba de la ver- 
dad: el limnhre es libre? ¿Cómo olvidar que el principio de 
la evolución en los hechos morales ha sido mas ó menos 
ampliamente aceptado por todos los filósofos, y admitir sin 
discusión que el poder de los legisladores alcance á cam- 
biar de hoy á m vñana la faz de la sociedad con la simple 
aprobación de una ley? {Riv. di filos, ¿cicnl.) 

Quien conozca los resultados últimos de la ciencia expe- 
rimental ha de convenir en que las consideraciones da 
DE JOíiANNis merecen ser aceptadas y que tieneu valor no 
sólo en relación con los fenómenos económicos , en cuyo 
campo se empeñó la contienda entre él y Lávele ye, sino 
también en relación con los fenómenos morales y sociales 
todos; puesto que os el único criterio que debe necesaria- 
mente presidir la explicación de los fenómenos concernien- 
tes al desenvolvimiento de la vida humana, indioidual 


y social. 

Verdaderamente ¿cómo podría sostenerse hoy que los fe- 
nómenos morales y sociales y, por tanto, los económicos sean 
efecto del o.rbürio humano, cuando los datos antropológicos 
evidencian que una relación de causalidad liga los fenóme- 
nos psíquicos á los fisiológicos, los fisiológicos á los físicos 
y los sociales á los psíquicos y, por tanto, á los fi -¡iológicos 
y á los físicos? No se crea, sin embargo, que el desenvolvi- 
miento de la vida humana, tanto individjial como soc¿al- 
mente entendida, se haga por QÁe>gñ, fatalidad. Hay que dis- 
tinguir cuidadosamente fatalismo y el determinismo , El 
fatalismo excluye aquella armónica correspondencia de 
caíisas y de efectos en el mundo, de la que resulta la vida 
universal; implica la creencia de que cuanto sucede y debo 
suceder está regulado anteriormente, y que, por lo tauto, 
es inútil agitarse, fatigarse en cambiar el orden de las co» 
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sa3 cuando fuerzas contrarias, superiores á la voluntad del 
hombre, tienden á mantenerle, ó cuando, si concurren ¿ 
cambiarlo, todo sucede por causas extrañas al hombre ó 
irremovibles. Al contrario, para el dóterminismo no hay 
nada freeslaolecido en el mundo, nada fácilmente prevüU 
¿le, puesto que todo sucedo por una cadena de causas y de 
efectos. Para el determinista, las fuerzas naturales están en 
acción constante y recíprocamente se influyen y modifican; 
y, por tanto, según las cicuustancias, puede ocurrir la apa- 
rición de un orden particular de fenómenos, cuyas causas 
sea posible señalar; puede mudarse el curso ordinario de 
los sucesos sin que se admita una predestinación. En el 
sistema del determinismo no se niega á los seres una acti- 
vidad capaz de modificai- los fenómenos naturales, que nie- 
gan precisamente fatalistas; sino que, como cree el de- 
terminista Claudio Bernard, hasta hay puesto para la libre 
voluntad humana, toda vez que la actividad psíquica puede 
ser causa determinante de muchos fenómenos, al igual de 
las otras fuerzas naturales. 

Ko hay, pues, que confundir ideas diversas, como suelen 
hacer algunos, por afán de imponer en sistema predilecto á 
otros; sino que es necesario, según se ha dicho, distinguir 
cuidadosamente el determinismo fatalismo, y también 
del libre arbitrio, creación fantástica de algunos pensadores 
solitarios. El hombro vive en la naturaleza y se desenvuel- 
ve en el seno de una serie indeterminable de fuerzas, por 
donde su actividad os causa y efecto al mismo tiempo, y 
bajo diversos aspectos. El futansMO impdicaria absoluta 
y)asividad en el hombre; el determinismo , en cambio, im- 
plica actividad, poro no arbílroHa, caprichosa, como sos- 
tienen algunos, sino aciioidad desenvuelta con arreglo 
á leyes naturales. 

Bespués de esta breve digresión, es ya más fácil com- 
prender la naturaleza do los fenómenos morales y sociales ^ 
y, por tanto, de los económicos, y su re'ación con los demás 
fenómenos déla naturaleza; abandonando el estrecho cam- 
po en que, por la fuerza de las cosas, colocaba JonANNis la 
cuestión. Digamos ante todo que en ésta, como en todas 
las cuestiones, se necesita convenir primeramente en los 
conceptos fundamentales de que se parte para resolverlas, 
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y en las expresiones adecuadas á esos conceptos. Hay qua 
reconocer que muciias disputas científicas han resulta- 
do inútiles precisamente por faltar el acuerdo sobre los 
datos fundamentales del problema puesto á discusión. 
Evitemos, por tanto, ese inconveniente, empezando por 
preguntarnos que debemos entender por fenómeno natural 
y si el concepto de éste es opuesto al del fenómeno moral^ 
social y ó económico. Eenómeno natural es el que tiene sus 
condiciones de existencia en las leyes que rigen el desen- 
volvimiento de la vida cósmica. En tiempos se creía qua 
todos ó parte de los fenómenos del mundo estaban produ- 
cidos ó determinados por sohrenat Urales ^ fuerzas 

Jisicas ó e'piorgánicas; y, por lo tanto, se contraponía un or- 
den de fenómenos á otro, y se suponía presidido el desen- 
volvimiento de los unos por leyes distintas que los otros. 
Así ae adoptaron diversos vocablos para designar estas di- 
versas clases de fenómenos, y se contribuyó después á difi- 
cultar la formación de nuevos conceptos experimentales. 

Pero hoy que el naturalismo ha tomado incrementa y 
que la investigación de las causas productoras de los fenó- 
menos y de las leyes que rigen su aparición se hace por vía 
de observación y experimento; hoy, que se ha desterrado de 
la ciencia el influjo de causas extraorgánicas y extracósmi- 
cas como explicación de los fenómenos del mundo, todos loa 
fenómenos que se demuestran deben llamarse naturales^ 
como producidos en el seno de la naturaleza y por causas na^ 
iurales. Por consecuencia, los fenómenos morales., sociales^ 
políticos, económicos., etc., todos son fenómenos naturales; 
no acertamos á comprender qué diferencia quiere hallarse 
entre los fenómenos naturales y los morales y sociales; 
cuando el concepto de fenómeno natural, en un sistema de 
filosofía 'positiva, lo mismo que en cualquier sistema que no 
abuse délas abstracciones meta/ ¿sicas , sólo puede ser el an* 
tes indicado. 

Si fenómenos naturales son todos los que ocurren en el 
ainiverso^ leyes naturales son todas las que presiden el des- 
envolvimiento de los mismos: por lo cual, es igualmente in- 
comprensible la oposición que hallan algunos entre leyea 
^naturales y leyes morales y sociales. Ya se entienda que ley 
significa sólo la uniformiáixdi del curso de la naturaleza., ó so 
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íulinita con ]\^o^TI■:6QUJKU que laií leyes son relaciones nece^ 
sorias (ntre las cosas, ó con Vignoli que ley es lo invaria-^ 
óle en la etoh-ción y nv'l'áylicidad de los fenómenos; siem- 
',ire iremos á [¡arar, en el campo dol nataralismo, á los supra- 
diclios conceptos de. J'cncmcrio notvral y ley natural. 

Xi se diga que, mintndola cuestión por el lado práctico 
ó, mejor, analizándole en sus elementos más simples, se ha- 
lla una gran diferencia cutre los naturales y los 

morales y sociales, y, por tanto, entre las leyes que rigen 
los primeros y lasque rigen los últimos; porque descen- 
-dieudo á este examen, se confirma aún más la idea que aca- 
bamos de exponer. Xn vano se dirá que los fenómenos 7m* 
rales y sociales son producto déla voluntad humana, y que, 
por lo tanto, no pueden confundirse con los naturales^ na- 
cidos en las varias combinaciones de las fuerzas ciegas de 
la naturaleza; en vano se dirá que las leyes naturales signi- 
fican constante repetición de hechos experimentales, mien- 
tras las morales y sociales presuponen la existencia de un 
poder que las establece y de otro que vigila su observancia 
y castiga su infracción. Todas estas objeciones se apo- 
yan sólo sobre un equivoco y sobre un falso concento de las 
leyes naturales. 

Se apoyan sobre mi equívoco, porque la expresión tleycs^ 
naturales'^ no ha de tener el estrecho sentido que lo dan los 
adversarios, esto es. el de l^yeB físicas \ sino el sentido am- 
plio de leyes que regulan los fenómenos acaecidos en el uni- 
verso. 8e apoyan además sobre un concepto falso, porque 
cuando el naturalista habla de leyes naturales, no confun- 
^le las físicas e^oni las morales y sociales, etc.; sino que su- 
¡lono que todos los fenómenos cósmicos son producto de cau~ 
>as naturales, y que os gran error buscar en su desenvolvi- 
miento la acción constante de potencias especiales, desco- 
nocidas para el hombre y superiores á la naturaleza. Es^ 
por tanto, preciso estar do acuerdo no sólo sobre el concep- 
to do leyes naturales, sino sobre el concepto científico del 
universo, antes do combatir Jas ideas modernas, que, á más 
<le todo, tienen ed mérito de ser más compi ensibles que mu- 
chas abstracciones metafísicas. 

Fijemos, pues, claramente las ideas positivas que deben 
.servir de baso al estudio de las ciencias morales y sociaUs^ 
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y, por tanto, al de la economí(i\ empezando por afirmar que 
las leyes que regulan el desenvolvimiento de los fenómenos 
del universo son todas naturales, y que se diversifican se- 
gún las varias categorías de los fenómenos, l^a misma ley 
de evolución nos explica la inmensa variedad de los fenó- 
menos y la diversidad de leyes naturales que los rigen. Ella, 
supone el paso de lo liomogóneo á lo heterogéneo , de lo in* 
distinto á lo distinto, de lo indeterminado á lo determinado; 


y de aquí la unidad en la variedad; la universalidad de al- 
gunas leyes y la yarticularidad do otras. 

Así el naturalista, al estudiar los fenómenos naturales, 
observa leyes vni'cersales , como la de atracción, la de gra^ 
vedad, y sobre todo la de evolución; que son inmanentes y 
quizás eternas. Observa al mismo tiempo leyes ■particulares; 
leyes subordinadas á las primeras, que presiden el des- 
envolvimiento de los diversos órdenes de fenómenos natn^ 
rales; por ejemplo, leyes físicas, óiológicas, sociales, etcé- 
tera. Estas leyes, que en realidad son, como las primeras, 
conjunto de relaciGnes necesarias entre los fenómenos, pue- 
den subdi virse en varios otros grupos menores; y así, á los 
ojos del naturalista viene á presentarse un sistema de leyes 
varias é infinitas, de las que resulta la vida universal. Es- 
tas lej/es parece que son también inmanentes, aunque Ies- 
falte el atributo de la universalidad. 

Conviene notar cuidadosamente ahora, que, además de 
esas, existen otras leyes también particulares, pevo muda- 
iles; que consisten igualmente en relaciones necesarias de 
las cosas, pero que, determinadas por el continuo y lento 
paso de lo homogéneo á lo 'heterogéneo, no son inmutables 
como aquéllas. I)e no ser así, el progreso sería imposible. 

La ley de evolución, por tanto, implica la existencia de le- 
yes universales g particulares, divididas éstas en mudables é 
■inmutabUi,: sin cuya distinción se llega inevitablemente 4 
consecuencias erróneas, como la de la hwiovilidad. Esta 
inmovilidad se admitirá ante todo en los fenómenos mora- 
les y sociales; como prueba enere otros trabajos, el reciente 
del profesor Glumplowicz {La violencia de la lucha: estu- 
dios sociológicos). «En materia sociológica, escribe, ni hay 
progreso, ni retroceso, ni puede haberlos; los hombres son 
siempre los mismos, los elementos humanos están animados 
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'siempre por las mismas fuerzas, y la calidad y cantidad de 
'estas fuerzas permanecen constantemente iguales. Es tam- 
bién una ilusión creer que en nuestra época ha habido 6 
•debe haber invenciones mayores de las que so han hecho 
millares de anos há.» Hé aquí á qué erróneas consecuencias 
conduce un falso concepto del desenvolvimiento de la vida 
universal y de las lejms que le rigen. 

Los escritores do ciencias morales y sociales que, por bien 
de éstas, creen útil sostener la existencia de leyes noAiirales 
directoras de los fenómenos sociales y morales y la inmovi- 
lidad de las mismas, especialmente en relación con los fe* 
nómenos económicos, se engañan gravemente, porque creen 
que el imiucipal carácter de las leyes naturales es la inma- 
nencia y la inmiito.bilidad, falseando así el concepto científi- 
co de esas leyes. Como también se engañan los que, en aten- 
ción á los progresos humanos, creen que los fenómenos mo* 
S'ales y sociales no están regidos por leyes naturales, sino 
racionales, e itoes, dependientes de la libre voluntad hu- 
mana. 

No es cierto que las leyes naturales sean inviolables, ó me- 
jor dicho, inmutables', los hechos lo desmienten, y sobre todo 
la historia de la humanidad demuestra evidentemente lo 
contrario. Lo que parece sus]}ensión ó in fracción de las le- 
yes naturales por obra de la voluntad humana se reduce á 
Lechos naturales, regidos por leyes naturales también. Con 
razón, por lo tanto, parece incomprensible á De Johannis 
que se admita, en orden á los fenómenos considerados natw^ 
rales, la posibilidad de una infracción ó suspensión de esas 
leyes naturales, y no so admita tratándose de fenómenos 
morales ó sociales; que teniendo éstos por causa al hombre, 
no se les crea regidos por leyes naturales, como si en el 
hombre hubiese un odgo fuera de lo natural que produjese 
esos fenómenos. Tomemos, dice él, un hecho muy común: 
la caída del agua del monto al valle; contra la ley de la 
gravedad que sigue el agua, surge la resistencia del terreno 
con la fuerza de cohesión de sus moléculas: contra esta fuer- 
za de coliesión de las moléculas se impone la capacidad que 
el agua tiene de dividir las partes del terreno y arrastrar 
las más menudas, y la fuerza de gravedad funciona enton- 
ces nuevamente depositando las moléculas de tierra y for- 
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mando sedimentos que oponen otra vez su resistencia á la 
corriente, etc. , etc. A cada paso, en cada manifestación de 
la naturaleza, hay una fuerza que supera á otra, y el fenó- 
meno se ofrece siempre y necesariamente en cuanto aquélla 
prepondera sobre ésta, sin lo cual no habría ni movimiento 
ni vida. Después de ésto, el agudo profesor pregunta: ¿qué 
otra cosa ocurre en la sociedad humana? En efecto, tanto 
como las leyes f ísicas^ las morales y sociales son leyes na - 
turóles s que componen unas de las diversas categorías de es« 
tas leyes; categorías necesarias, sin las cuales el universo 
se reduciría á una masa caótica de materia y fuerza. 

En este sentido hay que entender todo lo que dice Míll 
sobre naturaleza de las leyes directoras de la vida social. 
«Leyes fijas, dice, regulan los fenómenos de la sociedad, 
como leyes fijas regulan los del pensamiento, los del senti- 
miento y la actividad humana. Estas leyes, sin embargo, 
no permiten predecir la historia de la sociedad, como la da 
los fenómenos celestes, por millares de años. La diferencia 
de certeza está en las mismas leyes: en los datos á que és- 
tas deben ser aplicadas.» Esto es indiscutible: que existen, 
leyes fijas^ ó sea determinadas y estables, que rigen los fe- 
nómenos morales y sociales; como lo es que, en orden á es- 
tos fenómenos, las leyes son numerosísimas y alguna de 
ellas mudable, por la heterogeneidad siempre creciente da 
los fenómenos morales y sociales, que ofrecen el más alto 
grado de evolución cósmica, esto es, de heterogeneidad, 
Mill quiere buscar la razón de esto y escribe: «En astrono- 
mía, las causas que influyen sobre el resultado son escasas, 
cambian poco y siempre por leyes conocidas; cabe averiguar 
cuáles son éstas g determinar lo que serán en un tiempo 
cualquiera de un porvenir lejano. Los datos en astronomía 
son tan ciertos como las leyes mismas. Por el contrario, las 
circunstancias que obran sobre la condición y la marcha da 
la sociedad, son innumerables y cambian perpetuamente, y 
no importa que todos estos cambios tengan sus causas y sus 
leyes, para que la multitud de causas sea tal que escape d 
todos los e.sfuerzo3 del cálculo.» No nos parecen muy preci- 
sas las ideas del ilustre filósofo inglés, porque habla de cau- 
aas múltiples como fuerzas modificadoras de las leyes so- 
ciales, cuando esas causas se rigen ya por leyes i)rop:as; 



28 


í’eudinando ruüLiA 


seria mejor, por lo tanto, afirmar que la mutaliilidad de 
mucli'JS leyes morales y sociales se deriva del hecho natu- 
ral, .siempre creciente, de la heterogeneidad de los fenóme- 
nos por ellas regulados. 

Esto no quiere decir que la producción de los fenómenos 
sociales y morales no se haga con cierta regiclaridad. Sin 
regularidad de movimientos no hay orden; sólo que la regu^ 
laridad no es un concepto absoluto, no corresponde á un 
hecho idéntico y constante de la naturaleza; es un concepto 
relativo. Por consecuencia, los fenómenos morales y socia- 
les se desenvuelven con regularidad^ ó sea con sujeción á 
leyes dadas, pero, por las condiciones peculiares del desen- 
volvimiento de los mismos, su modo de regularidad es dife- 
rente que en los otros fenómenos de la naturaleza. 

Los datos estadísticos son, por tanto, siempre de impor- 
tancia: piorque si no podemos por ellos prever con certeza 
lo futuro, las acciones humanas por venir, son en cambia 
poderosamente útiles para inducir las leyes generales de la. 
vida moral y social del hombre, y formar el concepto cien- 
tífico de ésta. La.s leyes particulares que rigen los fenóme- 
nos morales y sociales serán más estudiadas, por lo tanto^ 
de los hombres prácticos que de los científicos, á los cuales 
preocu¡)a poco, al cultivar un ramo del saber, la infinita 
variedad de circunstancias especiales que, en una sociedad, 
determinan la aparición de algunos fenómenos morales 6 
sociales. 

Para concluir, digamos que las le3^es ecunórnicas son le- 
yes naturales; que la voluntad humana, que parece crearlas 
¿ su aibitrio, es sólo una fuerza natural, determinada por 
causas naturales; y que, de ser las lej'es económicas leyes 
malurales, no puede inducirse su imnutahilidad. 


CAPÍTULO III 


LA LUCHA POR LA EXISTENCIA V LAS LEYES JURÍDICAS 


La confusión de las diversas leyes naturales, en que han 
incurrido algunos por no entender la doctrina del natura- 
lismo moderno, nos mueve á mencionar la ley de la liicJia 
ipor la existencia^ siempre invocada por los filósofos natu- 
ralistas; para remover desde ahora aquellas objeciones que 
pudieran hacérsenos más tarde, al estudiar la necesidad de 
que algunos fenómenos de la vida económica vengan á ser 
regidos por leyes jurídicas. 

Ley fundamental para la evolución de los organismos 
todos es, según la filosofía naturalista, la lucha por la exis- 
tencia, que da por resultado la muerte de los débiles y el 
triunfo de los fuertes ó de los mejores. Pues bien; algunos, 
sociólogos y economistas de la escuela llamada liberal han 
creído oportuno invocar esta doctrina para sostener, á su 
modo, la necesidad de una libertad económica extendida, 
para justificar las enormes desigualdades sociales y para 
quitar á los propagandistas de reformas la idea de suprimir 
6 aliviar los males de la sociedad moderna. Hay quien su 
ha atrevido á sostener que los asilos de la infancia, las ca- 
sas de refugio de mendigos, los hospitales y todas las ins- 
tituciones sociales modernas dirigidas al alivio de los inanes 
de la vida humana, están en contra de las doctrinas dar» 
winianas y del naturalismo científico en general. 

Se acude á la autoridad de Spencer para dar apariencia 
de verdad indiscutible á una enorme paradoja, sólo porqua 
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el ilustre filósofo inglés manifestó en algún escrito la idea de 
que la filantropía exagerada y las medidas legislativas diri- 
gidas á la conservación de los débiles producen daños, ade- 
más de físicos, intelectuales y morales. Y lo que es más ex- 
traño: hasta algún socialista ha vacilado sobre la aceptabi- 
lidad de estas ideas. 

CoLAJANNi, en un reciente y docto trabajo, ha demostra- 
do la inconsistencia de tales teorías, y su oposición con el 
verdadero naturalismo científico: acudiendo para ello á la 
autoridad de Darwin. Nos parece también útil el recuerda 
de un fragmento del ilustre filósofo naturalista, para de- 
mostrar el error con que algunos aplican las doctrinas dar- 
vinianas á los fenómenos de la vida económica y, en gene- 
ral, á todos los sociales. 

«El sentimiento, escribe, que impulsa á socorrer á loa 
imposibilitados, es ante todo un efecto incidental de aquel 
instinto de simpatía, que fue primeramente igual que todoa 
los instintos sociales y que se hizo en seguida más tierna 
y se difundió más ampliamente. Nosotros no podemos refre- 
nar la simpatía contra las sugestiones de la dura razón, sin: 
deterioro de la parte más noble de nuestra naturaleza. El 
cirujano puede tratar de endurecerse durante una operación 
porque sabe que practica el bien en el enfermo; pero si nos- 
otros descuidáramos voluntariamente á los impotentes y & 
los débiles, sólo por casualidad resultaría un beneficio, á 
cambio de un mal grande y presente. Por lo tanto, hemos 
de soportar en calma los indudables males que causa la su- 
pervivencia de los débiles y su propagación: 3 ’a que pa- 
rece que hay, al menos, un impedimento que obra eficaz- 
mente, el de que los miembros más débiles é inferiores da 
la sociedad no se casan fácilmente con los más sanos; si- 
quiera no pase de esperanza, sin llegar á cosa cierta, el qua 
los débiles de cuerpo y alma se deban abstener del ma- 
trimonio». 

Como se ve, dos son los conceptos fundamentales en que 
fie apoya Darwin para destruir las doctrinas que asimilan 
la lucha por la existencia que sostiene el hombre á la sos- 
tenida por los otros «eres de la naturaleza: 1." la existencia 
del instinto de simpatiaf trasformado en instinto soc¿al\ 2,®' 
que el descuido de los impotentes y de los débiles producá 
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un mal grande y presente, á cambio de un beneficio posible- 
6 mejor casual. 

firmes son estas razones del ilustre naturalista contra 
los que falsamente quieren aplicar ú la política ó á la orga- 
nización social la doctrina del naturalismo científico. Quere- 
mos, sin embargo, añadir alguna otra consideración, fun- 
dada en esa misma doctrina, para eliminar equívocos y para- 
reforzar aun más dichas razones. 

La teoría de la evolución nos ha enseñado, como uno de 
los hechos fundamentales de la evolución humana, el pasa^ 
lento y gradual de los sentimientos egoístas á los sentimien- 
tos altruistas. Ella nos advierte que el altruisim es la Ui/^ 
superior del organismo social, y propiamente de los más. 
elevados organismos sociales humanos. 

Ahora bien: la lucha por la existencia presenta en la na- 
turaleza diversas formas, según las diversas estructuras y 
la complejidad de funciones de los seres que combaten; y 
como el hombre ocupa el grado más alto de la escala zooló- 
gica, la lucha por la existencia que él sostiene no es lo mis- 
mo que la sostenida por otros animales. Para hablar de un- 
modo más general: cuanto más progresa la civilización, me- 
nos animalesca y brutal es la lucha por la existencia, y tan- 
to más variadas y nobles son las formas que reviste. 

Con la surrección de la conciencia moral, que implica el 
desarrcllo de los sentimientos de benevolencia, sociabilidad y 
simpatía, y de todos los demás que pudieran llamarse al- 
truistas ó desinteresados, la lucha por la existencia entre 
los hombres se despoja de las formas rudas que naturalmen- 
te tuvo en les tiempos primitivos; y el nacimiento posterior 
de la conciencia resultado de una mayor comple- 
jidad é integración do los sentimientos altruistas, da á la 
lucha por la existencia formas aun más altas, como después 
demostraremos mejor. 

Basta notar aquí que el concepto del derecho es el con- 
cepto de un vinculo social que se cree que necesariamente- 
ha de imponer el poder social. La formación de la concien- 
cia jurídica origina la necesidad de normas que regulen la 
actividad humana, y á las que ha de someterse todo miem- 
bro de una determinada sociedad. Entonces las formas ru- 
das de la lucha se abandonan, y vienen normas especiales 
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á regular los casos de desorden, en que los lierederos de las 
tendencias ó sentimientos prirait.ivos de los hombres realizan 
actos opuestos á las normas, ó que, en otros términos, tur- 
ban el orden jurídico. 

Escribe Aeioiiieri que el derecho es la rml y '‘personal 
proposición de. hombre á hombre, sin la cual la sociedad no 
se conserva, sino que peligra y se destruye. Basta fijar la 
atención en e- ta definición dol derecho, ])ara convencerse da 
la transformación impuesta á la lucha de la existencM por 
la conciencia y La lucha se hace normal, propor- 
cionada; y cuando, por defectos de las normas jurídicas, 
ciertas manifestaciones de la actividad humana producen 
un desequilibrio social, no se recurre ya á la lucha mate- 
rial para restablecer el equilibrio, sino que se lucha para 
regular con nuevas normas estos excesos de la libertad hu- 
mana. Entonces nace la lucha por el derecho^ que, como 
se demostrará en otro capitulo, es una de las formas más 
elevadas de la lucha por la existencia. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para comprender el 
error en que están los que sostienen que la doctrina de la 
evolución no debe aplicarse á la humanidad, porque quita 
la esperanza de mejoras sociales, y los que aplican errónea- 
mente esa doctrina á los fenómenos sociales para sostener 
la inmovilidad social. 

Nosotros afirmamos que la doctrinado la evolución, en- 
tendida rectamente, no es contraria al progreso deloshom 
bres; demuestra sólo que la lucha humana por la existencia 
sufre transformaciones múltiples en el curso de los siglos, 
con la transformación que sufre el organismo psico-físico 
-del hombro od adaptarse al ambiente de la vida. 


CAPÍTULO IV 


EL INDIVIDUO y EL ESTADO 


Gran parte de los males económicos que en la sociedad 
moderna se deploran y que han dado origen á la llamada 
cuestión social^ derivan de la falta de oportunas leyes juri^ 
dicas reguladoras del desenvolvimiento de la vida eco- 
nómica. 

Una escuela económica, nacida en el centro de los pue- 
Í)los de raza g^ermágic a. producto de principios filosófico» 
abstractos y del espíritu ir¡áUvidu^^ de aquellas gentes» 
ha proclamado la errónea doctrina ae que loa» fenómeno» 
económicos se desenvuelven con más ventaja de la huma- 
nidad cuanto menos están sujetos á las leyea.' 

Esta escuela, á la que más tarde se adhirieron econo- 
mistas de procedencia latinai ha falseado el concepto dei 
individuo y del Estado^ yTadescqnocido la ley humana de 
^^eiabilidad (socievolezza), sosíeníe^So que en el campo 
económico . toda i ngerencia del Estad o es ilegítim a^ irracio- 
nal, perturbador^ de laTélacíon natural ía ios lenómenos; 
y que se precisa, por el contrario, confianza en la libertad 
plena en los individuos, y en la libre concurrencia de su» 
fuerzas. ^ laisser faire, laisser ^passer^ resulta la fórmula 
mejor para eS]pt*e3ar éste nu^vd^hcepto económico,' 

En nuestros días algunos pensadore s han creído que la 
doctrina del individumIsT no tieñedambién su firme apoyo 
en la de la evolución^ y que la acción del Estado debe dí«- 
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niruir á inedida que se va desenvolviendo, de día en día 
más, la actividad buTnana. 

Pero e\ indiridvaUsmo do la llamada Uheral_ eco- 

nómica, es un rnd ir idvalismo falso que conduce á la des- 
o r^arizacjón soci ^j^I: justificando la victoria del íuer| A 
ecórTomfcamento sobre el más débil , el predominio del 
fraude y la injusticia sobre 1 a""moralid ad ^ el derecho. La 
sociedad es para ellos una reunión de individuos de fuer- 
7 as y aptitudes varias, congregados por la mutua ayuda» 
para conseguir los diversos fines de la vida; sino un tronel 
de hombres, buscando cada uno su projoyo^bienest^ y lu- 
fhan’do**pW esto todos ellos. ^ 

. ' TPon tal sistema, observa Mariano, se llega á compren- 

der la economía y sus fenómenos como una actividad des- 
¡envuelta casi en el vacío, en el ámbito solitario y abstracto 
% de una ex'stencia tosca y primitiva, privada de fondo es- 
piritual, despojada por completo de ideales y de fines de 
^ cultura, y enteramente absorbida en las puras necesidades 
. naturales y anirntales. ISio domina en ella el pensamiento 
:de una vida de relación compacta y organizada, en vías de 
desarrollo, de porvenir y de progreso, encaminada no sólo 
f ^ á fines de prosperidad, sino de mioralidad y civilización. Se 
parte, en cambio, de un sensible y vulgar atomismo univer- 
V sal, y se presuponen condiciones de naturaleza repugnan- 
.tes á la posibilidad y contrarias á la realidad de las 
i cosas» (1). 

No negaremos que el individualismo, como sistema de 
\*y] reacción contra el recio despotismo de Estado de los siglos 
. anteriores, diera beneficiosos resultados. Prueba de ello es 
la abolición de las cor'poraciones de artes y oficios, que fué 
y í bien, porque la energía individual se había anulado 
'I con esas instituciones; siquera engendrase también males, 
A por no seguir á ella oportunas leyes reguladoras de los fenó * 
^ y menos económicos, con lo que el obrero, abandonado á sus 
’ impulsos propios, cuando no fué astuto ó fuerte paraprocu- 
rarso medios de subsistencia, cayó en la tiranía, aún más 
^’^ldura, del capitalista. 

La escuela del ifidividnalismo se eouivoca al considerar 


(1) Mxbiano. El individuo y el E'^tado. Milán. 
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la actividad económica eu abstracto, independiente de las 
condiciones necesarias de vida de los orgi^nismos sociales,'" 
ae equivoca al poner en antagonismo al individuo y al 7ily- 
tado^ ignorando la estructura real dé los organismos so- 
ciales y el modo de funcionar de sus diversos órganos, y 
cae además en el error de mirar la economía como fin en sí 
misma, y no como uno de los medios para conseguir los 
fines sociales. Cabe también decir, que el mismo concepto 
incompleto que forma en la actividad económica produce eu 
sus secuaces la antagónica idea del individuo y del Estado y 


de la libertad individual y de la autoridad social. 

El problema de las relaciones entre el individuo y el Es- 
tado ha sido objeto de serios estudios y profundas discu- 
siones. Pero las soluciones han sido distintas, proclamando 
unos que el Estado es medÁo del individuo para conseguir 
los fines de la v3á7'y otros, por el contrario, que el Estado 
es fin y el individuo medio (1). 

La opresión del individuo en los pasados tiempos y el 
despotismo con que se destruyó toda libertad individual 
originaron la creencia de que el Estado ^ un mal que debe 
combatirse á todo trance. Se pintó al Estad o como un 
^^íareo d ¿L ^n brazo s que trata de sujetar todo y á todos, 
y al individu o como una pobre víctima de est e furioso 
monstruo ; llenando así á creer^y soifenefse^qúTel Estacío 
es nada v el individuo todo, porque sólo éste es real y 

. , , —I .— I, II «>n » r w w I 

e xistente . 

Inolro lugar he demostrado el error en que caen los que 
consideran al Estado,/?^, como los que sostienen lo contra- 
rio: ambos elementos, el Estado y el individuo, son al mis- 
mo tiempo medio y fin y se integran mutuamente (2). Indu - 
dablemente. el individuo es el primer elemento del orga- 
mamo socia l: tiene potencias y facultaa para desenvolverlas, 
por lo mismo que tiene necesidades que satisfacer para 
existir: y esas potencias y facultad se convierten en dere 
chos (3). El individuo, per lo tanto, necesita desplegar es- 


(1) Y. Palma. Cw»*sú áe dí,vecho conslUucional\ Blus^Ciíili, La // o/í- 
tUideomo crewct q "WAlras, Estudio del ideal social: DurONT White^ Lí 
indioidvio y el listado . 

(2) PüGLiA. Lo, misión del Estado . 

(3) PuoLiA. La idea del derecho en la fílosofia cientí/ica. 
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tas facultades, manifestar sus ideas, satisfacer sus necesi- 
dade.s; debe, en fin, tener una esfera de acción libre de todo 
obstáculo. E.sta esfera ha de abrazar el desenvolvimiento 
de aquellas facultades humanas necesarias para la existen- 
cia del individuo en sociedad, como son la facultad de procu* ; 
rarse los meaioa de subsistencia con el trabajo, el comercio, ■ 
la industria, etc.; la facultad de manifestar su pensa- . 
miento, de edegir un oficio ó profesión, la de conservar loa I 
productos del trabajo, etc., etc. Negada cuahquiera de estas i 
facultades ó, mejor, cualquiera de estos derechos y el indivi- ¡ 
dúo queda mutilado, y sobre la sociedad misma pesan las ; 
graves consecuencias de ello, porque, atenuada la energía ¡ 
'déla vida individual, pierde también fuerza y vigor la j 


social. 

Pero, por otra parte, es de notar que, debiendo el indivi- 
duo vivir en sociadad, su actividad necesita estar sujeta á 
algún limite ó nQ!||ttí^^^rque siendo desiguales las fuerzas 
intelectivas y físi^í^K«ms hombres, fácilmente nacen la 
colisión de fuerzas ^^|pRcha, y se Pega inevitablemente g.L 
caos social, á no haber una- fuerza dífábtora . Así, por la na- 
tufaIézárñTis:na de las cofts, surge el princ ipio de autoridad 
que se encarna en el Estado, como pueHeencarnar ^ cual- 
quier otro cuerpo constituido, con el fin de determinar los 
límites do la acción individual y de integrar las individua- 
les deficienci i3 con todos aquellos medios que, por las cir- 
cunstancias especiales de hecho, parecen oportunos. De be 
por tan t o , i ui.p oner se limit^ á ^ qQtividad individúala^ aque- 
llos limites q^^elpiíés severas cóhsrderamónel^^ esti- 


men necesarios para la conservación del orden social y para 
el mejoran! lento de la sociedad. Los criterio s para determ i- 
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más que los siguientes: L® g^ólo pueden im ponerse 
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viduo los Ijn^ite s 6 restricciones extrictamenle 
la conservación del orden social y la mayor 
de los miembros que componen una spcied 
nada. el Estado debe fomentar la activTcíajI 

y, enTos casos en que estaño realíce ^ no pue 

8UU funciones de un modo conveniente para la consecución 
del fin social, %la más feliz conservación ^ como dice Romao.^ 
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8^1#, unida á la más rápida y completa per fecció^n ^ el Es - 
tado debe intervenir, ya ayudando á la actividad indivi- 
dual débil, ya sustituyéndose completamente á ella (1)^ 

Estos son los dos criterios generales para determinar las 
relaciones del individuo y el Estado', depende luego de las 
circunstancias especiales de hecho hacer su recta aplica- 
ción; por lo que decía exactamente Block que se discuten 
mucho los límites de la ingerencia del Estado, pero nadie 
sabe establecerlos en la práctica, ni puede aspirarse á más 
que establecer principios que regulen la materia. Por esa 
im posibilida d de señalar ámj¿QH límites á la acción del Es- 
(oTescnFTa Sy,XLAjg; Tj>IiL tf«lo^ actos del Grobierno abrazan 
un campo mucho más vasto del que puede definirse; y ni 
es posible justificarlos todos, sino en vista da la utilidad 
general, ni se puede limitar la inte rvenci ón del Grobierno 
con regla universal alguna, salvo Ig^^B^lísima de que ha 
de reducirse á aquellos casos en ^M]^^EÍidad de todos es 
evidente». 

La conse cuencia de lo dicho 

sól o como han creído los economistas 

deTa^escueíall 'iima3a/¿¿££^4 sino otras varias funciones 
como la económic as la clviSzadorao educativa , etc. Esta 
verdad científica está reconociera por los más doctos econo- 
mistas y publicistas italianos. 

En otro trabajo hemos demostrado con más amplitud 
esto, de que recogeremos aquí sólo lo más estrictamente ne ■ 
cesario á nuestra tesis. Afirmamos, en efecto, sin miedo á 
que nos desmientan, queTamfiT^ se ha comprendido ya en 
Italia que ¿'^{Uljl d^li sm^ como lo definen la 

es cuela de Manchester^TiosfiTosoíos metafísicos, n^ me- 
rece aceptación ; que el Estado no es un simple organis- 
mo det~ derecho; que su misión no es sólo cuidar do la /¿*- 
hertad individual. Decía Manna: el Estado tiene una doble 
actividad, sobre el presente y sobre el porvenir. Sobre el 
presente en cuanto está llamado á custodiar el grado de so- 
ciabilidad á que ha llegado un pueblo en determinada épo- 
ca; sobre el porvenir en cuanto está llamado á preparar las 
condiciones para el movimiento y la marcha sociales ulte- 



el Estado no tie^q^ 


1) Romaonosi. — Jntrod,‘ucci6n al derecho público universal. 
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riores. Así puedo decirle que el custodiar y el '()re¡)ara r son 
]a fór niuJa en que se rosnuie la 7 H sion del Esti^d o (1).» Y 
La^ipkrtíco oliserva que el Estado no tiene sólo, respecto de 
la economía, la acción política y jurídica de vigilar la se- 
guridad, sino también una función económica; y que es el 
necesari»<ii ttttpl-; me]#o de la economía de los particulares y 
de todos los cuerpos y unidades orgánicas en que están dis- 
tribuidos (2). 

No mencionamos otros escritores porque es bien iududa* 
ble que la meiyor parte de los economistas y publicistas ita* 
líanos y extranjeros de estos tiempos recliazan el concepto 
del Estado que dieron Humboldt, K ^t y Sadt_h y los se- 
cuaces de la doctrina del • 

Se ve, por tanto, que la divergencia principaL^m^e los 
economistas vi ejos y los nuev os, so rehero-á la t^nj^ciar 
del Estado en oí desenwlvimiento de la vida económicas 
div er^encia^ .pjsi^nqij^^^^ por algunos m-rori^s fundameatales 
en que incurren Smitj ei primero y después feu escuela. Estos 
errore s. indicados^XS^mente por S chmoller en el Con- 
greso de ííisen^h, sonTT S*TO^trucc ión de m^s científicas 
con i ndependencia le las condiciones del ésbacío : oí con- 
cep lo ^toniísti r.o de la so c iedad, como dominaba en las obras 
em^^TS!s*^^rtJ¥P9WTp??^ (Rousseau, Montesqüieu 
Y KANT);^elj£di vicluaIismo_ como fundamento y objeto de 
las agregaciones sociales. Por estos errores llega Saiith á 
la consecuencia inevitable de atribuir al Estado una mera 
función de defensa. 

Pero estudios filosóficos y jurídicos más positivos^ y des- 
pués las modernas doctrinas sociológicas, que resultan de 
observar serenamente los fenómenos sociales, la estructura 
de los organismos sociales y las leyes que regulan sus fun- 
ciones, han hecho imposible aquel concepto del Estado en 
los sistemas modernos do filosofía del derecho y, por tanto, 
en la ciencia económica* Estad o, según los economistas 
^ los juristas filósofos mndftfnosf difíne M IC iones 

son las direcm^^ principales de Ja actlvl aaj_Pl^ang’^^^ 
cada s(SSIaaj^ asi decía exactaménxe 


(1) M-LXN a. — Uóric is iUl 'er>:cho adhd>iiskraíivo. 

(2) IiAíiiM'.uTiCO . — La r.Unc.ia económica. 


EL DERECHO ExN LA VIDA ECONÓMICA 3‘.> 

Estado es la sociedad orgaaizada como ua todo.» Así tam- 
bién decía Morpürgo, por lo mismo, que el Estado va poco 
á poco ensanchando sus funciones sin pecar en ingerencia 
exuberante, porque toda la actividad humana, todas sus ne- 
cesidades y todo el mundo en que vive, se van también en- 
sanchando. Y el ilustre profesor , siguiendo 

la dirección científica moderna, li2^aaa^n!srado por mi- 
sión- la dirección suprema de todas las obras de la actividad 
soólál. 

Es conveniente copiar sus mismas palabras: «El Estado 
es el agente de la cultura y dol progreso, el ordenador emi- 
nente de todo el desarrollo social el poder de integración 
de las fuerzas deficientes ó no bien desarrolladas y, en 
suma, para decirlo con una frase profunda de Vico, el 
(¡Lnimus TÚ ü iibliii m . que equivale á decir: el i)rincipio del 
movimiento v de vida, do todos los orga nismos, de cu l- 
tura» (l). 

'Estado tiene, por tanto, como ya hemos dicho, diver- 
sas funciones: pero, especialmente entre todas tiene sin 
duda la función jwrídícdy porque el derecho es elementa 
coordinador é integrador de todos los otros elementos da la 
vida social. Sin leijics jurídicas subsistir fenómenos 

económicos^ comerciales^ etc., pero no habría coordinación 
entre ellos, mejora ni progreso social, porque el desorden 
reinaría soberanamente fáltando dichas leyes, que son leyes 
de vinculo social. 

De donde resulta que la verdadera vida económica es im- 
posible sin el derecho. 


(l) SCHiA-TTAEBLLA^ L(X filosofia pOiitiVOk^ etC. 


■CAPÍTULO V 


PHEEMINENCIA Y UNIVERSALIDAD DE LOS FENÓMENOS 

ECONÓMICOS 


Queda diclio que los fenómenos económicos no puedeii' 
desenvolverse normalmente sin leyes jurídicas^ esto es, sin 
leyes reguladoras de la actividad económica. Por otra 
parte, se comprende fácilmente que los fenómenos económi^ 
eos contribuyen de un modo poderoso al desenvolvimiento 
de la vida del derecho. 

Es, por tanto, incontestable la intimidad de relaciones 
existente entre los fenómenos económicos y los juHdicos\ ó, 
hablando en general, entre todos los fenómenos sociales. 
Esto nos mueve á mencionar aquí una cuestión recientemen- 
te suscitada en punto á la 'preeminencia y universalidad de 
los fenómenos eeonómicos sobre todos los demás sociales, y 
á las consecuencias que de ellas se desprenden, para remover 
«tras dudas relativas á la tesis que vamos á desenvolver. 

De Johannis, en estos últimos tiempos, se ha propuesto 
combatir la idea de que las categorías de fenómenos socia- 
les son otras tantas variedades de un solo hecho, el hecho 
social^ y de que existe, por tanto, entre ellos parentesco cola- 
teral; para sostener, en cambio, que los fenómenos 
políticos y morales son sólo consecuencias de los fenómenog 
económicos ^ y que entre aquellos y éstos no existe parentesco 
«olateral, sino de línea recta, en cuanto los fenómenos econó-^ 
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micos son autores necesarios de los demás hechos socia^ 
les(l). 

La cuestión es de cierta importancia y merece ser exami- 
nada con cuidado, por lo que afecta á las relaciones entro 
el derecho y los fenómenos económicos y por las consecuen- 
cias que de ella se derivan. 

De Johannis empieza observando que sólo una necesi- 
dad fundamental mueve al hombre, la de la nutrición', aun- 
que, al diversificarse el organismo en sus órganos sensitivos 
y perceptivos, la nutrición toma aspectos diferentes. De 
aquí deduce que en cualquier forma que se suponga origi- 
nado al hombre y constituida la primera sociedad humana, 
las primeras relaciones entre los individuos fueron econ6^‘ 
micas, asociaciones para la nutrición. Solamente, añade, 
cuando se fué llegando á la meta de esta primera asocia- 
ción, cuando los hombres posej^-eron ya cierta cantidad de 
cosas aptas para satisfacer la primera nutrición rudimenta- 
ria, haciéndose necesario conservar y, por lo tanto, custo- 
diar, tutelar, defender estas cosas ó riquezas económicas, 
esto es, cuando la asociación llegó á un punto bastante 
avanzado de cultura, fué cuando surgieron, primero enfer- 
ma de costumbres, y después de leyes, las primeras ideas del 
derecho . 

Para este autor, por lo tanto, el hecho económico vive 
por si, es independiente; y el derecho y la política y la mo- 
ral son solamente medios con que el hombre realiza la in- 
dispensable función nutritiva. 

Hasta aquí De Johannis intenta demostrar la ^reemU 
nencia de los hechos económicos sobre los sociales', en segui- 
da pasa á la demostración de la universalidad de los 
mismos. 

Este carácter de universalidad lo hace consistir en que 
mientras las exigencias religiosas, políticas, jurídicas y mo- 
rales producen ó toleran la división de la sociedad humana 
en tantas sociedades menores especiales, excluidas recípro- 
camente, las exigencias económicas, por el contrario, no só- 
lo tienden á obrar de un modo totalmente opuesto, sino que 
combaten además el influjo de las exigencias políticas, jurl- 


(1) En la Rtvitta filoso fia eienúflea . 
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dicas, religiosas y morales. Observa que el hecho religioso 
produce moriofcoistas, politeístas y pautoistas, etc.; que el 
hecho político divide á la humauidad ea nacioues y Esta- 
dos; que el derecho y la moral también confirman ó toleran 
las divisiones; sólo el hecho económico no da lugar á cues- 
tiones ni do religión, ni de derecho, ni de política. 

Aquí el autor considera que la política, la religión, el de- 
recho y la moral, á medida que en la conciencia de los pue- 
blos van predominando los hechos económicos, tienden á 
hacer mermar sus diferencias precisamente en los puntos en 
que han contado con la economía, en forma que, con el 
tiempo, el hecho económico hará desaparecer las diferencias 
que la religión, la política, el derecho y la moral han intro- 
ducido en la sociedad humana. Y sacando las extremas con- 
secuencias de las premisas mencionadas, De Johannis afir- 
ma la necesaria subordinación de los fenómenos sociales á 
los económicos , y deplora las tristes consecuencias que ha 
producido á la humanidad la ignorancia de los caracteres 
especiales de estos últimos. La política, el derecho, etc., di- 
ce él, lejos de estar subordinados al hecho económico, se han 
elevado á funciones independientes, sobrepuestas á la eco- 
nomía, y esto ha dificultado la prosperidad dolos pue- 
blos. 

Como se ve, la tesis que sostiene De Johannis es de al- 
guna importancia, y los argumentos bastante firmes. Per- 
mítasenos, sin embargo, hacer algunas breves considera- 
ciones. 

Sin duda los fenómenos económicos han sido los primeros 
en manifestarse á través del desenvolvimiento de la activi- 
dad psicO'fisíca humana, pero no creemos que puede sos- 
tenerse que los fenómenos ])olíticos^ etc., sean 
consecuencia de ellos, y que sólo ellos tengan el carácter 
de universalidad,^ con el que contribuirán á hacer desapa- 
recer las diferencias hondas de los pueblos. 

En realidad los fenómenos y /ir polUicos^ etc., no 
pueden considerarse como derivación de los económicos, 
porque no hay razón alguna científica ni elemento alguno 
de hecho que demuestre la evolución de unos á otros. Ke- 
sulta, en cambio, bien evidente que entre todos los fenóme- 
nos mencionados existe parentesco colateral, porque todos 


EL DERECHO EN LA VIDA ECONÓMICA 43 

provienen de la actividad humana, si no al mismo tiempo, 
en tiempos distintos, según el desenvolvimiento progresivo 
de esa actividad. 

En cuanto al carácter de universalidad que se atribuye á 
los fenómenos económicos, fácil es ver que también le tie- 
nen los demás fenómenos sociales^ porque no so comprenden 
asociaciones humanas sin una forma especial de organiza- 
ción (fenómenos sin leyes de orden (fenómenos 

jurídicos)^ y sin un modo de obrar común á los miembros 
que la forman (fenómenos de moralidad fúMica)* 

Podrá ser diversa la forma de aparición de estos fenó- 
menos, según el grado de desenvolvimiento de los pueblos, 
pero lo mismo ha de decirse de los fenómenos económicos, 
que tampoco aparecen en todo tiempo y lugar con los mis- 
mos caracteres. 

Dibilítase con estas consideraciones la consecuencia que 
obtenía de sus premisas De Jühannis: que el hecho econó- 
mico trabaja continuamente en quitar las disgregaciones 
que se observan entre la sociedad y los hombres, y tiende 
á hacer de la humanidad una sola sociedad económica: 
puesto que la tendencia de los hombres á unirse en rela- 
ciones cada vez más intimas, no es efecto exclusivo de la 
universalidad y del desenvolvimiento del hecho económico^ 
sino de una serie de causas qne determinan en el hombre 
los sentimientos do simpatía y benevolencia mútuas, con- 
duciendo á la eliminación de las profundas divergencias 
que hay entre ellos 3^, por lo tanto, de las grandes deformi- 
dades existentes en los fenómenos políticos y jurídicos^ y 
aun en los mismos fenómenos económicos > 

Antes de terminar el examen de la cuestión propuesta, 
reconozcamos la verdad de la observación de De Joiiannis, 
sobre la necesidad de armonizar el hecho económico con las 
exigencias jurídicas ^ 'políticas, etc. Realmente, cuando los 
fenómenos sociales no se desenvuelven de manera armóni- 
ca, cuando la política, el derecho, etc., no se ayudan mú- 
tuamente, sobreviene el predominio de una ciencia sobra 
otra, y la sumisión de una á otra categoría da hechos so- 
ciales, haciéndose difícil conseguir los fines que los hombres 
se proponen. Por esto nosotros, contrarios al autor en 
cuanto á la preeminencia y universalidad de los fenómenos 
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económicos, afirmamos con él que la polifcica, la economía, 
el derecho, etc,, deben desenvolverse en armonía. 

Otra pregunta cabría hacer aquí, antes de terminar este 
capítulo; la del orden de sucesión en que aparecen los fenó- 
menos sociales mencionados. Esta pregunta tiene una im- 
portancia puramente científica, porque no puede tenerla 
práctica el simple hecho de la anterioridad de un orden de 
fenómenos á otro. 

Es indiscutible que los fenómenos económicos fueron loa 
primeros en manifestarse, puesto que la primera necesidad 
humana fue la de nutrición. Pero en cuanto los vínculos da 
socialidad empezaron á desarrollarse, y las asociaciones 
humanas se fundaron, aparecieron ya los fenómenos 'poli^’ 
ticos, los de moralidad 'pública y los religiosos, á los que 
aiguieron pronto los ÍQnbvnQnos jurídicos . A nuestro juicio, 
los fenómenos jurídicos han sido los últimos en aparecer, 
porque presuponen la existencia de asociaciones ya conso- 
lidadas. 

De hecho, ellos son la más alta manifestación del vinculo 
de sociabilidad, unión de una multitud de hombres que 
se proponen llegar á la más feliz conservación, unida, como 
dice muy bien Romagnosi, al simultáneo, al más rápido y 
al más completo perfeccionamiento. 

Digamos, en conclusión, que entre los fenómenos económi- 
cos y los jurídicos debe existir íntima correspon- 

dencia; que para corregir algunos males sociales, se necesi- 
ta regular ciertos fenómenos económicos con normas jurídi- 
cas especiales, y que, en fin. De Joiiannis exagera al afir- 
mar que de las usurpaciones del derecho^ de la 'política y de 
la moral nace la disgregación, y que las reivindicaciones del 
hecho económico conducen á la agregación social. 


CAPÍTULO VI 


SL DERECHO T LA ECONOMÍA POLÍTICA 


Los smifchianos, y en general los sostenedores de la es- 
cuela económica falsamente llamada liberal y no tienen, 
como fácilmente se deduce de las pocas ideas expuestas an- 
tes, una noción exacta del üerecko. De aquí su error, no 
fiólo en el atribuir al Estado meramente la función de f ensi- 
m de la actividad intelectual, comprendiendo en ella la 
función jurídicay sino también en no haber profundizado 
la verdadera naturaleza de la cuestión. Basta, para con* 
vencerse de ello, examinar la doctrina de Kant y las críti- 
cas que los filósofos posteriores le han dirigido. 

Según Kant, en efecto, el derecho es el conjunto de con- 
diciones, por bajo de las cuales el arbitrio de cada uno 
puede coexistir con el de todos, según un principio general 
de libertad (1). El derecho, por tanto, sólo tiene una fun- 
ción negativa: impedir los ataques á la libertad individuaL 
mantener íntegra la esfera de acción de cada coasociado; 
Por eso dice muy bien Ahrens que el derecho, según Kant, 
no es una regla que consulta el hombre en sus accio- 
nes, sino sólo un principio restrictivo, y que la ley jurídica 
se distingue de la moral en cuanto ésta ordena hacer y la 
otra TÍO hacer ^ 

Fácil es ver que con esta doctrina el individualisfno fii6 
llevado á sus últimas consecuencias; y que al mismo tiempo 


(l) Kant.— P rt'ncip^of mitafUieos d$l derecho. 
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se desconocieron las más importantes relaciones que ínter ^ 
ceden entre, o! Estado y la vida social, como se desconoció 
la verdadera función del derecho. Pronto muchos filósofos 
se rv,/olvi(ron contra tal doctrina, tratando unos de modi- 
fií^arla, combatiéndola otro.s totalmente. Observa sobre esto 
AVarxk ínic:: «la teoría de Kant no bastaba al ingenio de 
sus conciudadanos. Por una parte, los resultados obtenidos 
con ella no eran satisfactorios; los tiempos habían progre 
sado; lo que antes de 1800 podía considerarse como el pen 
sa miento de un genio, en 1830 era ya un lugar común. Por 
otra parte, algunos filósofos querían reformar esta ciencia 
según sus principios fundamentales. Debían nacer las teo- 
rías filosóficas de Hegel y de Sciiellií g, y entonces la 
nueva generación abandonó el largo camino de los secuaces 
de Kant, para adaptarse á sistemas que modificaban ó con - 
tradecían totalmente el de éste» (1). 

Baste notar que prevaleció una escuela ecléctica, sosteni- 
da por AmiENS, Poder, Helo, Mohl, etc., y subsistente 
aún en Alemania. Todos ellos reconocieron el defecto de la 
doctrina de Kant sobre el concepto del derecho, consistente 
en el desconocimiento de su lado ético, ó sea, de su función 
'j)0sitíva. TnENDELENBURG, 6S muy explícito al notar este 
defecto, cuando dice que en la doctrina de Kant falta la 
noción exacta del derecho como elemento orgánico dirigido 
al bien del todo ético, de quien el Estado es el centro y el 
natural representante (2). 

Dado tal concepto del derecho, totalmente negativo, la 
consecuencia lógica era la exclusión de la ingerencia del 
E.itado en los fenómenos de la vida económica, exclusión de 
ley QQ }\xYÍdLÍQ, 2 iñ positivas, reguladoras de estos fenómenos. 
Por esa razón, los economistas de la escuela de Saiitii, que 
seguían esta doctrina filosófica del derecho, negaron todo 
carácter ético á la economía política, y sostuvieron que el 
interés egoísta privado era el fundamento de esta ciencia y 
bastaba para la solución de todos los problemas económi- 
cos; por lo cual no sería erróneo acusar materialista k la 
doctrina de los secuaces de Saiitii. Porque, en realidad, doc- 


(1) Wai K ’NING — L'> crisis actual. 

(2) Tkendiíi.mniíuuc, L'í derecho na-ural dr: la 'ase de la ética. 
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trinas materialistas se llaman todas las que en último aná- 
lisis sostienen que el hombre es medio de producción y que 
la producción es el objeto exclusivo y principal do la econó- 
mica política, sin preocuparse apenas sus secuaces de la di ' 
visión y del consumo de la riqueza. 

Ahora bien; ya se ha observado que los bienes y la pro- 
ducción se subordinan á los fines morales y sociales que se 
propone el hombre, y que se necesita sustituir á la economía 
política crematística ó materialista la economía ético- 
antropológica. Sch^ffle, Brentano, Schmoller, Sciken- 
BERQ y otros muchos han sostenido precisamente estas 
ideas. Creemos útil citar estas palabras de VoN Sybel: 
«La riqueza no tiene ningún valor por sí, ni lo adquiere 
sino en cuanto satisface una necesidad humana; en tanto es 
un fin del hombre conseguirla en cuanto sirve de medio al 
logro de fines más altos... Cuando la producción de la ri- 
queza se pone en contradicción con ellos, las leyes econó- 
micas no mueren , pero necesitan someterse á otras más al- 
tas, y la sociedad entonces y el Estado no sólo tienen el de- 
recho, sino el deber de exigir esa sumisión á todo ciudada- 
no, y de obligarle por medio de leyes en caso de necesi- 
dad (1)». 

Pero mirando el derecho como concepto orgánico de la 
sociedad, como elemento organizador de la cultura social y 
también, por lo tanto, de los fenómenos económicos, la 
economía 'política adquiere un carácter ético . Este concepto 
del derecho es precisamente el sostenido por los filósofos que 
se alejaron del sistema de Iíant; entre ellos Ahrens, que 
compara la función del derecho á la del sistema nervioso, 
Held, Bluntschli, etc. Según éstos, la función del dere- 
cho no es sólo la de hacer posible la coexistencia de los in- 
dividuos, sino también la de regular las condiciones de des- 
arrollo de todos los círculos sociales, la mútua asistencia, 
etcétera. 

Nótese ahora que este concepto extenso del derecho ha de 
explicarse por el reconocimiento en el Estado de las fun- 
ciones indicadas, y entre ellas de la función económica y 
puesto que de otro modo sería imposible admitir la inter- 


0) VoN Sybel, Teoría del socialismo y ''omunltmo mnder'^os. 
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vención del Esitado en la vida económica, y la legitimidad 
de las leyes reguladoras de los fenómenos económicos. 

Conviene, sin embargo, recordar aquí que la función eco^ 
Tiómica del Estado se explica de distintos modos: uno de 
ellos la legislación, y que, por lo tanto, para la resolución de 
los problemas múltiples que forman la cuestión social, el 
Estad©, ejercitando la función económica, puede intervenir 
de varios modos: con la ayuda material, con el subrrogarse 
totalmente á los individuos, cuando ellos no despliegan an 
actividad en una dirección determinada, útil al bienestar 
social, etc. Repitamos, entre tanto, que nosotros nos ocu- 
pamos sólo del derecho en la vida económica, esto es, de la 
j ur i dica del Estado en orden á los fenómenos eco- 
nómicos, y que dejamos al economista las demás maneras 
de explicar la función económica. 

En otro trabajo nuestro, hemos más ampliamente expli- 
cado el concepto del derecho de que hacemos mención aho- 
ra. Conviene aquí recordar algunas ideas para comprender 
mejor la función del derecho en la vida económica. 

El derecho ó las leyes jurídicas, decíamos entonces, ^re- 
gulan las relaciones humanas que requieren la conservación 
y el desarrollo del todo social y de las partes; por lo cual 
no sólo son, como han creido algunos, leyes moderado^ 
ras de las fuerzas individuales para impedir el desorden» 
sino también leyes integradoras de las relaciones humanas; 
leyes que promueven el desarrollo de los diversos órdenes 
de la actividad humana. Las leyes jurídicas no tienden 
sólo á refrenar la exuberante energía de algunas fuerzas in- 
dividuales y tutelar la moderada exteriorización de otras, 
sino que deben tender también á integrar las fuerzas indivi- 
duales débiles y á coordinar y dirigir las fuerzas todas. Y 
así como las formas de manifestación de la actividad huma- 
na son varias, según son varios los fines que los hombres se 
proponen conseguir, varias deben ser también las leyes ju- 
rídicas; reguladoras unas de la actividad económica, otras 
de la actividad comercial, etc. He aquí el concepto positiva, 
©n nuestro modo de pensar, del derecho ó de las leyes juri- 


(l) PUGLIA.. — al tHudio del derecho represivo. 
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dicas; concepto que tiene importancia para la resolución de 
algunos problemas que originan la cuestión social (1). 

La función sobreindicada del dar echo se explica bajo dos 
formas: como función negativa y como función ‘\iositiva. La 
función negativa tiende á regular las relaciones externas de 
convivencia (concepto kantiano del derecho); la positiva 
tiende á organizar los varios órdenes de la actividad social, 
á promover é integrar el desarrollo de los mismos en inte- 
rés de la comunidad. Sceiiattarella delineaba bien estas 
dos funciones, diciendo que el derecho no es sólo ley de or- 
den y de seguridad social, sino también ley orgánica, esto 
es fuerza de impulsión, de coordinación, de dirección, de 
integración de la comunidad ótica. 

La función jurídica del Estado, en las dos formas funda* 
mentales mencionadas, se realiza con oportunos sistemas de 
leyes^ que pueden reducirse á los tres siguientes: sistema de 
leyes preventivas ^ sistema de leyes coactivas y sistema de 
leyes represivas. 

Con el sistema de leyes preventivas ^ el Estado, ejercitan- 
do la función y ¿ir se propone remover todas aquellas 
causas que impiden el desenvolvimiento normal de la acti- 
vidad humana útil al bienestar individual y social., ó que 
concurren á determinar el desarrollo de la actividad hu- 
mana contraria á este bienestar. Con el sistema de leyes 
•represivas., el Estado trata de refrenar los excesos de la ac* 
tividad humana en todas aquellas formas que se consideran 
necesarias para coordinar, integrar y dirigir las relacionea 
individuales. Como se ve, en estos tres sistemas de leyes 
se resumen las que comúnmente se llaman civiles, penales y 
de prevención social, y todas las otras leyes especiales que 
emanan del poder legislativo de un Estado. 

Ahora bien; la función jurídica del Estado en relación 
con la vida económica se explica también con los tres sis- 
temas do leyes antes mencionados, y por esta razón hemos 
creido oportuno mencionarlas. Realmente, las leyes relati- 
vas á la propiedad, al trabajo, á casi todos los contratos, á. 


(l) PuonA. , — o>l estudio del derecho repraioo. 
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los fravdes, á ha falsificaciones cerner ciaUs^ etc. etc., gon 
precisamente manifestaciones varias del modo con que el 
Estado desenvuelve su función jurídica en relación con la. 
7>ida económica. De esto nos ocuparemos mejor más ade- 
lante. 


CAPÍTULO VII 


LA LUCHA POR EL DERECHO EN LA VIDA ECONÓMICA 


La lucha 'por la existe'ucia es ley universal, y el hombre, 
como parte de la naturaleza, contribuye también á esta lu- 
cha. Sin embargo, la lucha que libra el hombre es distinta 
de la que libran los otros seres, porque su estructura orgá- 
nica es distinta, y distintas son, por tanto, sus necesidades, 
sus tendencias y sus funciones. 

La lucha por la existencia es lucha para la conservación 
y el mejoramiento, ó, en otros términos, es la lucha de todo 
ser para la adaptación al medio ambiente que le es necesa- 
rio. En la especie humana esta lucha empezó siendo ruda^ y 
ha llegado á adquirir en nuestros días un carácter elevado. 
La lucha por la existencia en su forma ruda tuvo lugar en 
- la época del hombre de las cavernas, y existe todavía entre 
las gentes salvajes. Pasado por el hombre el umbral de la 
ani'tnalidad^ la forma de lucha por la existencia se ha modi- 
ficado, siendo causa determinante principal el desarrollo de 
los sentimientos altruistas, sin excluir tampoco la influen- 
cia de un número indefinido de otras causas naturales. 
Wallace, observando las formas de la lucha por la exis^ 
tencia en las sociedades cultas y la diferencia con la forma 
antigua, llega al punto de afirmar que la ley de la lucha 
_ por la existencia ha debido de ceder su imperio á alguna 
otra ley superior (1), Sea de esto lo que quiera, lo cierto es 


(1) Wallacb. — L a sclzcción natural. 
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que el Iioi.ibro ludia de distinto modo por la existencia. El 
profesor Pessina lia indicado con claridad y concisión las 
diversas formas ds la lucha por lo mejor ^ que la humanidad 
sostiene en todas las direcciones de la vida, y entre estas 
diversas formas ha mencionado también la lucha el de • 
recho^ fórmula ya adoptada por el ilustre Ihering para ex- 
presar ol concepto de la vida perenne del derecho y de las 
leyes que dirigen su evolución (1). La lucha por el derecho 
es la forma más elevada de la lucha humana por la existen- 
cia, porque el derecho, como anteriormente hemos notado, 
entendido en sentido objetivo, es el conjunto de leyes que 
regulan las relaciones humanas, como condiciones necesa- 
rias para la conservación y el perfeccionamúmto humanos, 
y si esto es así, luchar por el derecho no sólo signifíca lu- 
char pi>rque éste extienda su poder á las indicadas roiacio- 
nes humanas, sino también por afirmarle reciamente contra 
toda fuerza contraria que tienda á su negación. Estas fuer- 
zas no pueden ser más que fuerzas egoístas ^ porque las leyes 
jurídicas son producto de la conciencia de los pueblos, en 
los cueles prevalecen los sentimientos Ojltruistas. Luchar 
por el derecho significa, en consecuencia, luchar por la más 
feliz conservación de nosotros mismos, y por el más com- 
pleto y rápido perfeccionamiento físico y moral. 

Este- lucha por el derecho se manifiesta en todas las di- 
recciones de la actividad humana, puesto que, según se ha 
visto, el derecho toca todos los órdenes de relación vital hu- 
mana, todas las esferas de la actividad social, entre ellas la 
de la actividad económica. Examinemos, pues, la lucha for 
el derecho en esta esfera d© desenvolvimiento de la actividad 
liumav’a. 

Nos extenderíamos mucho si quisiéramos tratar minucio- 
earaente aquí do los varios casos en que se lucha para ver 
reguliidos por leyes jurídicas los fenómenos más importan- 
tes do la vida económica. Baste en este capítulo exponer al- 
gunas ideas principales respecto de esta lucha, reservando 
para los siguientes algunos puntos particulares. 

El hombro os el organismo animal más elevado en la es- 
cala zoológica, por la complejidad de estructura de los 6r- 


(1) -• La lucha per el derecho^ etc. 
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ganos y de sus funciones. Hay en él, como en otros orga- 
nismos animales, una actividad espontánea para conseguir 
las cosas necesarias á la existencia, que podría llamarse 
función biológica promovedora, y que se revela bajo dos 
formas fundamentales: la de la adquisición y la de la 
pación (1). Una alta manifestación de aquella función, que 
llamó Aristóteles «ktesis kata fisin», es el trabajo. Traba- 
jar significa poner en movimiento función económica, que 
es una de las varias biológicas', como dice Cognetti, la que 
logra dar á los seres que la realizan las cosas necesarias ó 
útiles para la conservación de su existencia, implicando un 
conjunto de operaciones técnicas con el fin de transformar 
y arreglar las materias que solicita el orden de los fenóme- 
nos biológicos. Está constituida por el ordenamiento de di- 
chas operaciones y por la operación técnica resultante de la 
coordinación de acciones, esto es, del movimiento de órga- 
nos especiales. Los coeficientes de la función económica, di- 
ce el mismo escritor, son tres: 1.® la necesidad, esto es, la 
tendencia á salir del estado de malestar conocido y á sa- 
tisfacer los deseos; 2.° ^trabajo, el esfuerzo psico- físico, 
fomentado por la necesidad, para satisfacerlos, y 3.® los 
bienes, que son los términos de satisfacción, ó sea las cosas 
'UiUs para la satisfacción de la necesidad. 

Determinada la función económica y establecidos sus 
coeficientes, fácil es ver que en la lucha que sostiene el hom- 
bre por la existencia, esto es, para adaptarse al ambiente 
biológico, bajo la influencia de agentes externos é internos 
varios, se modifican las necesidades, cambia de forma el 
trabajo y se transforman los bienes. Lo que significa que la 
función económica pasa por diversas fases evolutivas . 

La ciencia económica estudia la función económica en sua 
coeficientes y en sus formas de manifestación, á fin de dictar 
las reglas oportunas para obtener mayor utilidad con el 
menor gasto posible; pero, por otro lado, la ciencia del 
derecho estudia las^ leyes que deben regular las acciones 
humanas que constituyen la función económica, á fin de 
mantener aquel orden en el movimiento económico y aque- 
lla armonía en las relaciones biológicas sin los* que el 


(I) V. la hermosa obra de Cognetti de Martiis. 
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bienestar no puede extenderse al mayor número posible de 
los ciudadanos, sino limitarse á los pocos que vencen en la 
lucha económico., que, en sí misma considerada, esto es, con 
independencia de las relaciones óticas y políticas, es lucha 
erjoista. Bien dice por esto Címbali que el mundo económi- 
co, con sus fuerzas y ous elementos en fatigosa acción ince- 
sante para logiar el éxito en la batalla de la vida, ofrécela 
materia al mundo jurídico, cuya misión es mantener el 
orden y la justicia, determinando la esfera y la medida de 
las acciones de cada organismo especial, para asegurar la 
vida y la acción proporcional de todos. 

iSío neguemos sin embargo, que, al hablar de orden y de 
jv.slicía mantenidas por obra del derecho, entendemos éste 
siempre en su función negativa, tanto como en la 'positiva. 
De aquí se sigue que la lucha por la vida en el campo 
económico determina la lucha por el derecho en orden á 
estos fenómenos; porque, al complicarse las acciones, de 
cuya coordinación resulta la función económica, se hace ne- 
cesaria la obra del derecho, para regular esas acciones mis- 
mas; y al acumularse productos nuevos y modificarse sus 
formas se siente necesidad de nuevas leyes jurídicas; es 
decir, que á las varias frases evolutivas de la función social 
económica deben seguir evoluciones de la función social 
jurídica. 

por lo tanto, una lucha por el derecho en la vida 
económica, no sólo para reafirmar el derecho en todas aquo' 
lias relaciones económicas ya reguladas por l^yes jurídicas, 
bino también para ampliar su imperio á las nuevas relacio- 
nes económicas. Volviendo los ojos á los cambios ocurridos 
(A m\máo económico, QsikGil comprender ios necesarios 
que ha tenido y tendrá el mundo jurídico. 

Es innegable que, en la sociedad moderna, el espíritu da 
asociación para fines económicos, se ha desarrollado mu- 
cho con relación al mundo antiguo. A.sí se han formado en 
ol s(',no del vasto organismo social, tantos organismos so- 
ciales menores, que tienden siempre á hacer más enérgica 
la función económica social. Ahora bien, estas asociaciones 
ú órganos do sociabilidad, al igual de los organismos so- 
ciales, han de sor regidos p>or normas jurídicas, para que 
puedan conservarse y mejorar. Y hé aquí una lucha para 
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cometer estos entes ó personas colectivas al imperio del 
derecho, como están sometidas las personas físicas. 

Las modificaciones y el aumento de los órganos sociales 
^de fines económicos producen uua trasforrnación en la cali- 
dad de los bienes, además de un aumento. De at^uí la nece- 
sidad de que el imperio de derecho se extienda también á 
los nuevos bienes producidos. De hecho nosotros vemos que 
hoy no sólo los bienes inmuebles contituyen la riqueza de 
una sociedad, sino también una parte de los muebles. Ob- 
sérvese además que forman parte de la riqueza nacional no 
no sólo los bienes materiales y externos, sino también los 
inmateHales é internos. Por estos cambios en la naturaleza 
y en la calidad de los objetos útiles hombre, esto es, los 
hay empeñada lucha en el mundo jurídico, para la 
determinación de oportunas normas jurídicas con que re- 
gulan las nuevas relaciones económicas en orden á esos 
■bienes. 

El aumento de los bienes y ios grandes descubrimientos 
científicos han contribuido á complicar más cada vez las re • 
laoiones humanas. Hé aquí la necesidad de nuevas formas 
jurídicas, y, por tanto, nuevas luchas por el derecho en el 
campo económico. 

Todos estos cambios en los coeficientes de la función eco- 
nómica y en los resultados ©btenidos sirven para hacer más 
complejas y variadas las relaciones humanas, y, por tanto, 
obran como causas determinantes de una lucha for el dere- 
cho más vasta y más difícil . 

Y realmente ante nuestros ojos hierve una lucha por el 
derecho en el campo económico, con el fio de regular con 
normas jurídicas no pocos órdenes de fenómenos económicos 
que, por estar sin leyes (exlegi), producen grave daño al 
bienestar social; porque si en nuestros días hay aumento de 
tienes por un lado, hay, por otro, desequilibrio en la dis- 
tribución de estos bienes, y, por tanto, no se presenta aque- 
lla armónica correspondencia entre las fuerzas individuales 
que es necesaria para la subsistencia de un verdadero orden 
social. 

La falta de oportunas Iqjqs juridicas, consecuencia, coma 
ya hemos dicho, de un imperfecto concepto del derecho y del 
individualismo predominante, ha originado una desigual- 
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dad ecoDÓmica profunda, que provoca los odios y las iras 
de los más débiles y la reacción de los más fuertes. 

Hé aquí la cuestión social moderna, de que antes hemos 
hablado, y que debe resolverse promoviendo un concepto 
exacto del derecho y de lo. misión del Estado, y reconociendo 
que el Estado tiene una función económica, por la que in- 
terviene directamente, en casos de necesidad, en el desenvol- 
vimiento de la vida económica, ó indirectamente ejercitando 
la función jurídica, esto es, estableciendo oportunas leyes 
reguladoras de aquellos órdenes de fenómenos cuyo desen- 
volvimiento libre puede comprometer el bienestar social. 

La lucha 'por el derecho en la vida económica trata preci- 
samente de determinar la explicación completa de la fu'n- 
ción jurídica del Estado en sentido 'positivo y en sentido 
negativo, y de resolver algunos de los problemas que cons- 
tituyen la cuestión social. 


CAPÍTULO Vlil 


LA LUCHA rOR EL DERECHO EN LA VIDA ECONÓMICA 


(Oontinuación) 


Si por un momento observamos en las varias nacionea 
europeas la forma y la extensión que tiene la lucha por el 
derecho en la vida económica^ debe maravillarnos que sea 
Italia de las naciones en que la lucha no es enérgica, cómo 
debiera ser, y como es efectivamente en la mayor parte da 
las de raza germánica, Inglaterra, Alemania, Suiza; cómo 
maravilla ver qué pocas reformas legislativas y de qué 
poca importancia se han hecho, en los graves problemas 
sociales que se necesita resolver. Esta inferioridad de po- 
sición de Italia, frente á las naciones más adelantadas da 
la civilización , respecto á los sistemas de leyes que deben 
regular los fenómenos de la actividad económica, la re- 
conocen con dolor todos los más ilustres estadistas italia- 
nos. Escribe Berti: «Me desagrada decirlo, nosotros somoa 
de los Estados más atrasados y tardíos. Dos mil y más so- 
ciedades de socorros mutuos, provistas de importante ca- 
pital, carecen de personalidad jurídica, y no pueden, por 
tanto, comparecer en juicio ni cuidar su patrimonio for^ 
mado por el ahorro. Asi están abandonados á sí mismoa 
los obreros do las minas en los terribles desastres que su- 
ceden; privadas de su auxilio las familias, carecen de una 
ley que las proteja. También está abandonado á sí mismo 
©1 trabajo de los niños. No tenemos leyes para las calderas 
de vapor, ni para las materias explosivas. No hay precep- 
tos paralas huelgas, para los arbitrajes y para la emigra- 
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ción. Este estado de cosas os de todo punto lamentable, y 
un Gobierno culto y libre no puede seguir este camino sin 
suscitar contra sí justamente la adversión de quien tra- 
baja. La reforma misma de las obras pías, que es de las 
que más reclaman el solícito cuidado de los legisladores, • 
pasa años y años en las oficinas y en los bancos de la Cá- 
mara, sin que se tomo re,''.pecto de ella resolución alguna». 

Esto escribe Berti y, sin embargo, las reformas que él 
desea, jSon todavía poca cosa al lado de las que requieren 
las necesidades socialesi Con esto se ve á qué distancia es- 
tamos en el camino de las reformas legislativas. Algunos 
ejemplos confirmarán mejor nuestras observaciones. 

En Inglaterra se conocen dos sistemas de leyes princi- 
palmente: leyes de tutela (i)rotective acis) y leyes de socorro 
(enahling actsj\ desenvolvimiento de las dos formas de 
manifestación de la función jurídica del Estado á que 
antes liemos liecho referencia. Hay, por tanto, leyes sobre 
fábricas, en que se establecen regias para la sinidad y 
limpieza de los locales, para la colocación de máquinas en 
previsión de desgracias, para la reparación de ios daños 
que originen los desastres en las fábricas y en las minas; 
leyes que establecen las horas de trabajo para mujeres y 
niños y las reglas para decidir las controversias entre 
obreros y patronos; leyes sobre adulteración délas bebidas, 
de los géneros; leyes para fiivorecer el ahorro y la previ- 
sión, etc, etc. En Alemania hay también leyes reguladoras 
del trabajo de las fábricas, del modo de resarcir los daños 
derivados de los infortunios, etc., etc. En Italia no hay nada 
de esto, ¡qué extraño contraste! 

Sin embargo, la lucha por el derecho comienza ya á 
agitarse seriamente, y el Gobierno ha sentido ya necesidad 
de prometer leyes especiales para regular algunos fenómenos 
de la vida económica. Blírti ha tratado de redactar proyectos 
sobre esto. Nosotros, aun reconociendo el mérito de BaaTi 
y su buen deseo do mejora de las condiciones do la clase 
obrera, y aun teniendo en cuenta las reformas por él pro- 
puestas, mencionaremos algunos casos más importantes de 
la vida económica que requieren leyes jurídicas. 

Empecemos por el trahajo. 

La cuestión que se presenta es la siguiente; ¿El Estado 


EL DERECHO EN LA VIDA ECONÓMICA 


59 


tiene el derecho de inmiscuirse en la determinación de con- 
diciones del contrato del traha}o''l Eu otros términos: ¿El 
contrato de trabajo debe ser regulado por leyes jurídicas 
especiales? 

En nuestras leyes civiles hay absoluta libertad de con- 
tratación, quizá porque la gran industria no se ha des- 
arrollado todavía tan ampliamente como eu Alemania, en 
Austria, etc. Pero en estas naciones hay leyes particulares 
que regulan el contrato del trabajo; reconociendo implíci- 
tamente que éste no puede ser líbre. En la ley aiemana so- 
bre organización de la industria se dice, por ejemplo: «la 
determinación de las relaciones entrvS los industriales inde- 
pendientes y ios obreros da la industria es materia de libre 
contratación, salvo las restricciones establecidas por las 
leyes del imperio» . Y la ley austríaca sobre organización 
industrial dice lo siguiente: «las relaciones de derecho en- 
tre los industriales independientes y el personal por ellos 
empleado se regula, salvo las particulares disposiciones de 
esta ley, por el Código civil general». Se ve, por tanto 
que los legisladores de ambas naciones han reconocido que, 
en las relaciones de obreros y capitalistas^ el contrato de 
trabajo no puede hacerse libre, so penada graves conse* 
•cuencias para el obrero, que, como más débil frente ai ca- 
pitalista, queda fácilmente sometido á éste en duras condi* 
ciones. 


Aquí nos hallamos de frente á una grave cuestión econó- 
mica ha tenido diversas soluciones, y da la que debe- 
mos ocuparnos brevemente, porque interesa á ,1a función 
jurídica del Estado. 

Se ha observado que el obrero no está en condiciones de 
poderse oponer á los dos copartícipes en la división del 
trabajo, ^propietario y el capitalista', obligado á procurar- 
se los medios de subsistencia, necesita vender á cualquier 
precio su trabajo, Nace así el desequilibrio de la vida eco- 
nómica, porque al aumento de la productividad del trabaja 
sigue la disminución del salario del obrero; y éste necesita 
contentarse con una parte del producto que apenas basta, 
en la mayoría de los casos, para satisfacer las exigencias 
más precisas de la vida. Kodbertüs ha formulado eu los 
siguientes términos la ley del salario, que, por las razones 
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antedichas, se calificó férrea', «cuanto más poblada está 
una nación, cnanto más productivo es el trabajo, cuanta 
mayor es la libertad individual, tanto más, en el sistema de 
libertad de comercio, los obreros necesitan trabajar barato; 
porque cnanto más se iguala el trabajo á una mercancía 
y se sujeta á ias leyes desfavorables de la concurrencia* 
más los empresarios están en condiciones de encontrar tra- 
bajo á poco precio» (1). De aquí derivan, se añade, el paupe- 
rismo y las crisis; síguese también que cuanto más aumen- 
ta la riqueza de la sociedad tanto más aumenta la miseria. 

Se recurre además á los hechos para observar en ellos 
que, á pesar del aumento de población en los tiempos mo- 
dernos, y á pesar del aumento de la productividad del tra- 
bajo, el salario ha disminuido considerablemente, casi por 
bajo del salario necesario. 

La causa de todas estas graves consecuencias, observan los 
economistas que así razonan, está en el hecho de que la 
msion del producto del trabajo se ha * abandonado á leyes 
naturales y cuando el único remedio está en sustituir leyes 
nacionales á las leyes naturales, Rodbertüs, uno de los 
más calurosos sostenedores do esa idea, propone como re*i 
medios: 1.® La abolición del moderno contrato de salario sus- 
tituyéndole con el salario normal del trabajo y el día normal 
del mismo. 2.” Administración exclusiva por parte del Esta- 
do de la circulación fiduciaria del capital, emitido en billetes 
bancarios no garantidos, para ayudar á la industria, y dar 
por tanto la dirección necesaria á la producción nacional. 
3.° Introducción de un sistema de economatos de géneros de 
salario, para poder asegurar, con una regulación eventual 
del precio, la altura del salario necesario. 

Lassalle nota, al estudiar la cuestión social, que mien- 
tras las relaciones de capitalistas y obreros no se modifi- 
quen, 6 más claramente, mientras no sea abolida la férrea 
ley del salario, será imposible una mejora en la condición, 
económica de los obreros. Y el mejor remedio que él halla 
para aboliría es el fundar nuevas asociaciones por las cuales 
el obrero pueda recibir todo el fruto de su trabajo. Las aso^ 
daciones 'productivas son, por tanto, á juicio de Lassall®, 


(1) Rodbertüs. Examen de ¡a cuestión social, Berlín, 1875. 
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remedio eficaz para el progreso del obrero. Pero así como 
8U creación sería imposible sin capitales suficientes, se ne- 
cesita que el Estado intervenga, porque «el fin del Estado — 
son sus palabras — consiste en favorecer y obtener loa pro- 
gresos sociales de la humanidad» (1). 

Observa también Lassalle que serian muchas las venta 
jas resultantes de las asociaciones productivas ^ y recuerda, 
entre otras, el aumento de la producción, la eliminación del 
atascamiento de ésta, y de las crisis, etc. 

Podríamos seguir exponiendo las ideas de otros escritores, 
pero sin ventaja para nuestra tesis; por lo que preferimos 
notar que hay quienes tienen opiniones contrarias á las de 
de dichos escritores, y niegan la legitimidad de la interven- 
ción del Estado en las relaciones de capitalistas y de obre • 
ros. Conviene conocer sus razones. 

Antes de llegar á éstas, e.s oportuno observar que la 
cuestión económica del tr ahajo es una cuestión compleja, 
porque ofrece muchos problemas al economista y al jurista 
que han sido resueltos de distinto modo. Los principales son 
los siguientes: 1.® ¿tiene el Estado derecho de fijar el s.i.* 
lario?2.° ¿tiene el de establecer las horas de trabajo? 3 
¿tiene el de prescribir las medidas de precaución necesarios 
para atenuar ó alejar los peligros que amenazan la vida ó la 
salud de los obreros? 4.° ¿tiene el Estado el deber juridio.o 
de proporcionar trabajo á quienes carecen do él? 5."’ ¿íieJi O 
el derecho de imponer la participación en los provechos''? fíe 
aquí los principales problemas que, en orden al trabajo, ge 
ofrecen al economista y al jurista. 

Ya hemos visto qué doctrinas sostienen Kodbertüs y 
Lassalle, examinando brevemente los problemas mencio- 
nados. Veamos ahora la doctrina de los adversarios del so- 
cialismo. 

En cuanto al primer problema, si el Estado tiene el de- 
recho de fijar el salario, se sostiene cjue no es legítima la 
intervención del Estado, ni siquiera para fijar el límite ne- 
ctario ó ínfimo de que deben partir el einprv^sario y el ca- 
pitalista al contratar con los obreros. So observa, en apoyo 
de esta opinión, que es imposible una tarifa constante de hxs 


(i) Lassalle, Sistema del derecho, y otros trabajos. 
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valores; que no seria útil sino garantizando al obrero el em- 
pleo constante de sus brazos, que sólo puede suceder me- 
diante la proporción del capital y de la población; que es un 
error creer que en la concurrencia que se hacen los obreros 
pueda rebajarse el salario á un mínimum indefinido; que 
es, en fin, imposible determinar el límite mínimo del sa- 
lario. Añádese también que la condición económica del. 
obrero se ha mejorado de hecho; que uno de los princi- 
pales remedios para mantener la mejora de esa condición 
económica, es la instrucción acompañada de la morali- 
dad; que hay, en fin, un medio natural para regular el 
salario: la coalición de los obreros, las huelgas, Brentano, 
entre otros, intenta demostrar con hechos que, por medio 
de la libertad de coalición^ los obreros han conseguido el 
fin de la elevación del salario, no sólo cuando esta eleva- 
ción se hubiera podido conseguir por la libre concurrencia, 
sino también cuando la libre concurrencia no podía producir 
tal resultado. 

Se ve por esto qué divergencia de opiniones hay entre 
los economistas respecto de ese punto. Nosotros nos per- 
mitimos observar, digan lo que quieran los economista» 
de la escuela llamada liberal^ que es innegable que una 
multitud de obreros se halla en estado miserable á causa de 
la pequenez del salario, y que, por la necesidad urgente de 
los medios de subsistencia y por la competencia que se ha- 
cen los obreros entre sí, es imposible que éstos tengan li- 
bertad para contratar su salario. La libertad de coalición 
no es remedio eficaz ni útil por las siguientes razones: 
1.^ porque es difícil que todos los obreros de una fábrica 
estén de acuerdo en la resistencia y, por lo tanto, ó hay 
que ceder ó que recurrir á la violencia. 2.° Porque, aun en 
el caso de formarse una verdadera coalición, no puede du- 
rar largo tiempo, siendo, como son, los obreros los prime- 
ros en sentir el daño. 3.® Porque, aun cuando las coali- 
ciones fuesen amplias y duraderas, sus consecuencias eco- 
nómicas son fatales para todos (l). 

(1) Muchos economiistas que creen eficaz el remedio de las coaUciot%sSj 
admiten ti-rabién, la leg^itimidad de sociedades destinadas á socorrer las 
huelgas y hasta á, prepararlas. Véase Berti, obra citada. Pero ¡qué 
males no se derivan de esto! 
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La llatríada libertad de coalición no es, por lo tanto, 
eficaz; ni sirve de remedio útil para resolver la cuestión 
del salario. 

Los socialistas de catedra^ en el Congreso celebrado en 
Eisenach, votaron que, en vez de reconocerse el derecho de 
coalición, se fundaran tribunales de árbitros ^ que deberían 
resolver las cuestiones presentadas entre capitalistas, em- 
presarios y obreros. Después Gneist proponía que estos 
tribunales fuesen investidos de poder coercitivo. Esta pro- 
puesta es útil, en cuanto por ella se puede llegar á obtener 
la conciliación entre las pretensiones de loa capitalistas y 
de los obreros. 

Hay sin embargo, necesidad de oportunas leyes que re- 
gulen la manera de funcionar estos tribunales. Por lo que 
hace á la ejecución de la sentencia de los tribunales de árbi^ 
tros^ sería útil establecer que, en el caso de disconformidad 
de los obreros, se imponga penas á los que promuevan resis- 
tencias ó tomen parte en las coaliciones; y si son los ca¡nta- 
Ustas ó los empresarios los que no quieren sujetarse á las 
sentencias arbitrales, sin justa causa, el Estado se haga 
promotor ó coadyuvante de las asociaciones productivas de 
que queda hecha mención, y se condene á aquellos á resar- 
cir los daños causados á los obreros. 

Creemos útil consignar también que, para el trabajo de 
las minas ^ es fácil fijar el limite mínimo del salario, pu- 
diendo respecto de ellas dictarse una oportuna disposición 
legislativa que para otras industrias es imposible, á causa 
dé la variabilidad de la demanda y de la oferta de sus 
productos, y por la dificultad que encuentran los empresa- 
rios en la adquisición de las primeras materias (1). 

Viene en seguida á nuestro examen el problema de si el 
Estado tiene derecho para establecer las horas de trabajo. 

En cuanto al trabajo de los niños y de la mujer, la ma- 
yor parte de los escritores reconocen la necesidad de leyes 
Oportunas que regulen las horas de trabajo. La experiencia 
ha demostrado evidentemente los funestos daños que en los 


(l) Nótese que para estas industrias, como puede verse en lo qu« 
diremos luego, podría establecerse también la j anticipación del ohro.ro en 
beneficios , 
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países verdaderamente industriales produce el trabajo ex- 
cesivo de lí'. s mujeres y de los niños. En cuánto á éstos, se 
ha reconocido que el Estado tiene interés en que la salud 
de los niños se conserve y que su organismo no se debilite, 
á fin de que las futuras generaciones puedan ser vigorosas 
y fuertes. Mejor aún sería decir que el sentimiento de hu- 
manidad y el principio de sociabilidad obligan á que no so 
sacrifique la vida ó la salud de los niños por fines pura- 
mente egoistas ó de especulación. Ahora bien, no hay duda 
que para conseguir esta tutela de los niños, se necesita que 
©1 derecho extienda su imperio á las relaciones de los obre- 
ros niños con los empresarios. 

Respecto á la limitación de las horas del tr ahajo de la 
mujer, Stuart Mill ha creído ilegítima la intervención del 
Estado, considerando que las mujeres no se hallan en las 
mismas condiciones que los menores. Ciertamente, á nues- 
tro juicio, las condiciones de hecho son diversas, porque en 
©1 niño se trata de un organismo en formación y en las mu- 
jeres de un organismo formado \ pero, por otra parte, es 
innegable que oí organismo de la mujer no puede conside- 
rarse igual en cuanto á resistencia al del hombre y que la 
mujer tiene una. misión especial fisiológica que cumplir, la 
reproducción de la especie, para la cual se requiere que su 
organismo no esté gastado. Por eso creen muchos, con ra- 
zón, que, puesto que la debilidad de la mujer conduce á la 
debilidad de la raza, es de interés social que se proteja á la 
mujer contra los daños de un trabajo excesivo. Ño se diga 
que así se viola la libertad individual de la mujer; á esto 
respondemos que en las sociedades bien organizadas y pro- 
gresivas, donde los sentimientos altruistas predominan so- 
bre los demás, la libertad sin ley es libertad liberticida', la 
impasibilidad del Estado frente á los individuos que des- 
gastan el organismo en razón de su necesidad extrema, se- 
ría la negación absoluta del principio de sociabilidad. Es 
necesario, por lo tanto, que el derecho extienda también su 
imperio á las relaciones entre la mujer obrera y el ompre- 
eario. 

Sin embargo, el mayor deseo de los escritores es el de li- 
mitar las horas de trabajo en los adultos. 

Realmente algunos querrían distinguir el caso en que el 
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«xcoso de trubi'.jo es efecto de un contrato del caso en que 
no lo es, para sostener que en el primero el Estado tiene el 
derecho de intervenir, prohibiendo los contratos de esta cla- 
se con leyes al efecto y declarando su nulidad cuando se 
celebren; pero en el segundo no. Creen que en este caso es 
ilegítima la intervención del Estado y, por lo tanto, inútil 
BW. función jurídica^ porque loa adultos no tienen necesidad 
de tutela como los niños y las mujeres y porque el daño que 
la sociedad sufriera sería muy limitado. Hé aquí desconoci- 
do, como de costumbre, el carácter ético de la economía^ y via- 
to únicamente el egoísmo^ del individuo ó de la sociedad en- 
tera. No se piensa que el principio de sociabilidad contradi- 
ce estas razones; se olvida que el obrero, en todo caso, no 
se somete libremente á un trabajo excesivo, sino obligado 
por la necesidad ó el hambre: es decir, que la sociedad sufre 
también graves daños por el trabajo excesivo de los obreros. 

Creemos, por el contrario, que oportunas leyes, según la 
naturaleza de las industrias, deben determinar las horas 
de trabajo, y nos complace poder aducir en apoyo de 
esta opinión el siguiente fragmento de la obra de Lamper- 
Tico sobre el trabajo: «Aquellas determinaciones desti- 
nadas exclusivamente á preservar la salud y la vida se 
-considerarán, por tanto, requeridas imperiosamente por 
la ciencia económica; pues sin ellas, el sujeto mismo de la 
ley económica se destruiría, para venir á convertirse en un 
fantasma. La economía y la tecnología no tuvieron du- 
rante mucho tiempo en cuenta sino el objeto de la ley eco- 
nómica, esto es, los bienes, en las condiciones del mayor 
aumento posible; negaron su sujeto, ó sea, el hombre, des- 
cuidando, por lo mismo, aquellas industrias más diligen- 
tes que tienden á aliviar su condición, y poniendo una con- 
fianza ilimitada en sus l’uerzas inagotables.» 

Nótese que la limitación de las horas de trabajo no sólo 
ayuda á conservar el organismo del obrero, sino á procurar 
que^ no disminuya mucho el salario. Asi las Trades 
ünions de Inglaterra piden la jornada normal dol trabajo 
por esta razón principalmente. 

Creemos, por tanto, que Id. función jurídica del Estado 
debe extenderse también á la determinación de las horas d e 
trabajo, según la naturaleza de las industrias. 
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La otra cuestión que se presenta es ei el Estado debe 
prescribir Ips medidas de precaución, necesarias para ate- 
nuar ó ijiiejiir los peligros que amenazan la vida y la salud 
de los obreros. 

Volviendo los ojos á Inglaterra, vemos las leyes de 1802^ 
1833 y 1874, que reúnen una armónica serie de disposicio- 
nes legislativas, concernientes, no sólo al trabajo en si, sino 
á la higiene. Nótese, sin embargo, que el sistema inglés 
respecto á la bigúne está ordenado en forma que la ley de- 
clara cuáles son las industrias nocivas y peligrosas, y esta- 
blece las precauciones que deben adoptarse para evitar dad- 
nos y peligros, sancionando una pena especial para los ca- 
sos en que el daño ha ocurrido por negligencia. Es un sis- 
tema más bien represivo que preventivo,, por lo cual le creen 
muchos compatible con la libertad de la industria; pero en 
tiempos más cercanos á nosotros se ha creído necesario 
ya adoptar el sistema preventivo,, esto es, el de prohibir la 
instalación de una fábrica ó el ejercicio de una industria 
sin un permiso preventivo de la autoridad. 

Nosotros creemos que el sistema de prevención debe pre- 
ferirse únicamente para las industrias nccivas ó peligrosas y 
reconocidas como tales por la ley. 

No creemos que pueda ponerse en duda el derecho del 
Estado á dictar leyes en este punto, cuando el corxcepto del 
Estado se tome en el sentido de qne hemos hecho mención 
antes, que es el verdadero concepto positivo y moderno. Ve- 
mos realmente que, no sólo en Inglaterra, sino en todas las 
más cultas naciones de Europa, se han dictado leyes espe- 
ciales para la protección de la salud y de la vida de los 
obreros. Se ha llegado en Suiza, además de la pena pecu- 
niaria, á imponer á los trasgresores la pena de prisión. 

A la cuestión de que tratamos se liga íntimamente la re- 
lativa á la responsalilidad de los propietarios de fábricas, 
minas y talleres por los daños causados á los obreros en 
los infortunios, salvo por negligencia del perjudicado, 
fuerza mayor ó caso fortuito. 

En Italia tenemos ya un proyecto, del respetable Bebtí, 
que se propone dictar oportunas medidas legislativas acer- 
ca de este asunto. Algunos han creido que las disposicio- 
nes del Código civil bastan para resolver las cuestione» 
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relativas á la responsabilidad de los patronos, de los fa- 
bricantes, etc. Pero se ha observado fundadamente que 
estas disposiciones atienden al hecho individual, momen- 
táneo, del hombre, en cuanto es causa de daños á otro, 
y no se prestan á las complejas cuestiones presentadas en 
la industria colectiva. Por lo tanto, el proyecto presentado 
á la Cámara tiene razón de ser y debe ser tomado en cuen- 
ta seriamente. 

No entraremos aquí en el examen de las múltiples cues- 
tiones nacidas al formular disposiciones legislativas res- 
pecto á la responsabilidad de los propietarios de fábricas, 
talleres, etc.; porque no nos proponemos hacer un trabajo 
de legülacíón industrial^ sino sólo indicar los hechos eco- 
nómicos á que debe extenderse el imperio del derecho. Pero 
no podemos menos de mencionar la importantísima cues- 
tión relativa á 'prueba del infortunio. 

En el proyecto ministerial se puso á cargo del propieta- 
rio, arquitecto ó empresario el peso de la prueba, el de- 
mostrar que el daño fué producto de caso fortuito ó de ne- 
gligencia del perjudicado; admitiendo, pues, una presun- 
ción de culpa en contra suya, salvo la prueba en contrario. 
Pero la Comisión legislativa creyó que esta radical inno- 
vación de los principios comunes del derecho civil sobre la 
prueba, era injustificada y peligrosa, y propuso que los 
propietarios fueran declarados responsables de los infortu- 
nios del trabajo sólo en el caso de no haber adoptado todas 
las medidas preventivas establecidas en los reglamentos. 
Los artículos formulados por la Comisión fueron los si- 
guientes: 

Artículo l.° «Los propietarios y los contratistas de mi- 
nas, excavaciones y talleres de motor mecánico y los em- 
presarios de construcciones urbanas, los ingenieros, los ar- 
quitectos y los capataces de trabajos están obligados á 
adoptar todos los medios de cautela prescritos por regla- 
mentos especiales en beneficio de la salud y de la vida de 
los obreros». 

Articulo 4.° «Los propietarios ó contratistas, loa em- 
presarios, los ingenieros, arquitectos y capataces que no 
cuiden de la observancia de las reglas preventivas prescri 
^aspor los reglamentos, son responsables del daño que oca- 
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fíionen los iniortunios ocurridos en el trabajo, á consecuen- 
cia de éste. Cesa esta responsabilidad cuando se pruebe 
que el becbo ocurrió por negligencia imputable solamente 
al perjudicado, por caso fortuito ó por fuerza mayor». 

Pero Bertí bizo notar que la Comisión, con estas modi- 
ñcaciones, entraba en un camino de difícil salida; y que, 
en vez de resolver la cuestión propuesta, suscitaba otras in- 
numerables cuya resolución ae dejaba para los reglamentos. 
Nosotros convenimos con Berti en que las modificaciones 
introducidas por la Comisión son dañosas al obrero, por- 
que, aún multiplicadas las inspecciones, nunca se pondría 
en claro si se habían cumplido ó no los reglamentos; y por- 
que, después de ocurrido el infortunio, es imposible, en la 
mayor parte de los casos, probar si se emplearon las pre- 
cauciones reglamentariamente establecidas. Con razón ob- 
serva por su parte Gobbi que el empresario e.^tá siempre 
en mejor situación que el obrero para probar que había to- 
mado todas las precauciones necesarias en contra del desas- 
tre; y que el obrero es la parte más débil y de menos ex- 
periencia. lleconózcase, además, que no hay dificultades 
para que en los reglamentos, de que la Comisión se mues- 
tra tan enérgica defensora, entre el principio de la inver- 
sión de imiebas ( 1 ). 

La otra importante cuestión que se presenta, consista en 
decidir si el Estado tiene obligación de dar trabajo á quien 
lo pide. 

Aunque esta cuestión refleja propiamente la función eco- 
nómica del Estado, tiene también un lado juridíco^ que nos 
obliga á ocuparnos de ella brevemente. 

Que todo ciudadano tiene el deber de trabajar y que el 
Estado ha de cuidar de proporcionar medios de subsisten- 
cia suficientes, fué doctrina sostenida por Santo Tomás y 
todos los escritores que en la edad media trataron de polí- 
tica. Ya en los tiempos de Grecia y Roma encontramos 
realmente el derecho al trabajo ^ aunque no emplea esta 
fórmula, para designarla, la legislación de aquellos pue- 
blos. En Atenas, dice Blanqüi en su Historia de la econo- 


(l) \ . CivitíAr.i, obra citadA; Schcpfbr, La los pa- 

tronos en los f.nfo'^iunxos il«l trabajo» Roma, 1883; Bbrti, obra citada. 
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Vfiiay el erario público era una especie de bolsa «omún 
adonde iban á proveerse los ciudadanos pobres. En Roma 
las largitioni á la plebe eran gratuitas. 

Dejando la historia, mencionemos ligeramente las razo 
nes de fondo, aducidas en favor y en contra del derecho al 
trabajo. 

Sostiene Fichte que el fundamento jurídico y natural d« 
la propiedad es el trabajo y que el que no trabaja no tiene 
derecho para pedir á la sociedad los medios necesarios de 
existencia. Añadía, sin embargo: 1.*^, que el derecho do 
poseer una suma de bienes indispensables á las necesida- 
des, esto es, á la alimentación, al vestido, á la habitación, 
es un derecho inalienable; 2.^, que el individuo que no tiene 
de qué vivir no debe ni reconocer ni respetar la propiedad 
de otro, por no haber sido respetados para él los 'princvpios 
del contrato social. Concluía diciendo que todo individuo 
tiene derecho para vivir á una parte de los bienes, que 
todo ciudadano está en la obligación de trabajar, y que el 
Estado debe procurar los medios de trabajo. 

CoN^siDERANT observaba que la condición sine quá non 
para la legitimidad de la propiedad es que la sociedad re- 
conozca al proletario el derecho al trabajo^ y que le asegure 
medios de subsistencia proporcionados al ejercicio respec- 
tivo de la actividad. Sin embargo, añade, hoy no sólo se 
niega trabajo á quien le pide, sino que se hace de él un cul- 
pable de mendicidad ó de vagancia. 

Así, estos dos pensadores, por no citar á otros, partiendo 
dfil principio de que la especie humana está colocada sobre 
la tierra para vivir y desarrollarse, y de que sin la vida 
social no pueden realizarse estos fines, llegan á la conse- 
cuencia de que el individuo, por el hecho de ser miembro de 
una sociedad cualquiera, tiene el deber de trabajar en interc-s 
propio y de la sociedad, y al mismo tiempo el derecho de 
reclamar trabajo del Estado, cuando le es imposible fencon- 
trarlo. 

Esta doctrina fué acogida por algunos reformadores en 
Francia, en los tiempos de la Revolución de 1789, y en la 
Constitución de 1793 hay un artículo formulado así: «los 
socorros públicos son un débito sagrado. La sociedad debe 
dar subsistencia á los ciudadanos desgraciados, sea prove- 
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yéndoles de trabajo, sea asegurando medios de existencia á 
los que no tienen posibilidad de trabajar». En 1848 fué por 
fin solemnemente proclamado el derecho al trabajo. 

Graves fueron, sin duda, las consecuencias producidas en 
aquellos tiempos por haberse reconocido legal mente el deve- 
cho al trabajo y porque las peticiones de trabajo fueron exce- 
sivas de tal modo, que faltaron al Estado medios para satis- 
facer todos los deseos manifestados. Los economistas con* 
trarios al principio del derecho al trabajo se valieron y se 
valen de este ejemplo histórico para demostrar su absurdo 
y su injusticia. 

Pero no creemos que este ejemplo baste para la destruc- 
ción de ese principio, sobre todo, cuando las condiciones es- 
peciales de la vida social del pueblo francés entonces presen- 
taban tales anomalías que era difícil, si no imposible, una 
ordenación social conforme á los deseos de la ciencia. Es, 
por tanto, más conveniente discutir la legitimidad de aquel 
principio. 

Los que combaten el derecho al trabajo aducen muchos ar- 
gumentos, algunos sin importancia. Hay dos, sin embargo, 
que merecen examen, el \xno jurídico^ el otro económico. 

El jurídico suele ser expresado así: «el prin- 

cipio del derecho al trabajo destruye el derecho de los pro- 
pietarios y tiende inevitablemente á ocupar la propiedad 
privada, para ofrecer trabajo á quienes lo piden.» La con- 
secuencia sería, según esto, el comunismo. 

El argumento económico se resuelve en la consideración 
de que el Estado, admitido el derecho al trabajo, se trans- 
formaría en comerciante^ y de 

que esto dañaría á la producción de la riqueza, porque loa 
entes colectivos y especialmente el Estado, no están obliga- 
dos jamás en el campo económico á dar más de lo que da y 
puede dar el individuo con sus propias previsiones y bajo el 
estímulo de su mismo interés directo. 

Pero verdaderamente ninguno de estos argumentos es 
invencible. Sin duda, admitido el derecho al trabajo, el Es- 
tado necesitaría capitales fijos y circulantes para dar traba- 
jo á los que lo piden; pero no por esto iba á quitar al pro- 
pietario ó al capitalista una parte del capital ó de la pro- 
piedad. Bastaría con obligar á éstos á emplo^r una parte 
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^el capital ó de la propiedad, determinada ])or la suma de lo 
necesario para satisfacer las peticiones de los trabajadores. 
Propietarios y capitalistas obtendrían en compensación una 
parte de las utilidades. Así muchas tierras que lioy yacen 
incultas jendrían á ser cultivadas, muchos capitales que 
hoy son infructíferos serían útilmente colocados. Con estos 
remedios no hay temor de llegar ai comunismo. 8a puedo 
observar también que la propiedad y la libertad y algún 
otro derecho ó prerrogativa humana no son ilimitados, sino 
dependientes de determinadas restricciones, requeridas por 
la necesidad no só*o de mantener el orden, sino de promo- 
ver el bienestar social. 

En cuanto al argumento económico, se podría observar 
que no sólo el individuo, sino también las grandes asocia- 
ciones, entre ellas el Estado, tienden, y acaso éste más que 
los individuos, á conseguir fines económicos. El ejercicio da 
ciertas industrias por parte del Estado no sería perjudi- 
cial . 

Sin embargó, de la debilidad de los argumentos contra 
el principio del derecho al trabajo, no nos creemos autori- 
zados á sostener este principio, por las muchas dificultades 
inesplicables que se encuentran en el reconocer á todos el 
derecho de pedir trabajo. Habría indudablemente que limi- 
tar este derecho, para que el Estado no se hallara en la 
condición de no tener trabajo que dar á los reclamantes; 
pero estos límites no puedan establecerse legalmente. 

La dificultad de la aplicación del principio dependo de lo 
erróneo del mismo. Bl derecho al trabajo supondría un de^ 
ier, en todos los coasociados, de tomar parte en determina* 
da agregación social, y, por tanto la prohibición de la emi- 
gración, lo cual no puede admitirse en buena lógica, por ser 
contrario á la naturaleza de las cosas. Creemos, al contra- 
-rio, que precisamente porque nadie pueda ser obligado á 
ser miembro d una sociedad, el Estado tiene el derecho de 
obligar al trabajo, y que, por consecuencia, para ejercitar 
este derecho deben dictarse úfiles preceptos contra todos 
los ociosos y vagabundos . 

Como se vé, ía cuestión filosófico jurídica y económica se 
convierte en cuestión sobre el derecho de represión y, me- 
jor, sobre la función represiva del Estado. 
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Edoribe acerca de esto el profesor Ldcchíni: «el trabajo 
es la base de loa modernos regímenes democráticos, y el ar- 
co de Volta de la sociedad actual: y el Estado, que lo pone 
por fundamento de sus instituciones represivas y preventi- 
vas, no hace más que consagrar un principio de orden y de 
conservación. El trabajo es el mayor coeñciente de honra- 
dez y de moralidad; y el Estado, que obliga á los ociosos á 
trabajar, cumple una obligación política eu pró del consor- 
cio social, pero ninguna enteramente jurídica hacia los in- 
dividuos, que son pasivos á Ja coerción; del mismo modo 
que cuando provee á la salud, á la higiene, á la instrucción 
y á la educación pública» (1). 

Pero aquí se podría decir: ¿no es una injusticia facilitar 
ai vicioso medio de hallar trabajo y negarlo al obrero hon * 
rado? Esto sucedería si negásemos de un modo absoluto la 
facultad del Gobierno de venir en ayuda de los que carecen 
de trabajo. Riccardo reconoció la necesidad de las Cajas^ 
de trabajo para los indigentes que no le encuentran, pero 
observó que deberían ser á modo de graneros de abundancia 
que se abren en tiempo de escasez. Esto no puede negar se^ 
Pero nosotros queremos sostener más aún; así como la mi- 
sión del Estado es no sólo conservar el orden jurídico, sino 
también promover el bienestar de la sociedad, y hacer qua 
se remuevan las causas determinantes de las acciones con- 
trarias al orden de la misma, así también, en el ejercicio 
de la función de 'prevención social^ de que antes se hizo 
mención, el Estado tiene el deber de procurar, según las 
circunstancias, que el obrero honrado falto de trabajo con- 
siga colocación. Pero con esto no tratamos de sostener el 
principio del derecho al trabajo^ sino sólo de demostrar 
que en la función social de 'prevención entra aquel deber,, 
deber político, que no puede degenerar en derecho exigible 
por los ciudadanos. 

Otra importante cuestión se necesita resolver respecto 
del contrato de trabajo', la de la participación del obrero en 
los provechos, 

Ea 1807 Engel, que puede considerarse como jefe de la 
nueva escuela económica alemana, sostuvo en su obra sobre 
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«El contrato del trabajo» que uuo de los mejores medios 
para resolver la cuestión social es la 'parUclpación en el 
provecho. Y pasando de la teoría á la práctica, recono- 
ciendo los últimos resultados obtenidos con ella por Brío os 
en Ing] aterra, inti’odujo esa institución en Berlín, en la 
fábrica de Borchet, donde obtuvo las mismas consecuen- 
cias. 

.Algunos ban combatido el principio de la participación 
en elpTOvecho aduciendo razones diversas, entre ellas, como 
Smith, el inconveniente de las fáciles discordias entre em- 
presarios y obreros. Otros han dad) en aceptarlo, aun re- 
conociendo que en la práctica no ha producido graves con- 
secuencias, indicando que la ciencia no está todavía en 
condiciones de decir la última palabra en favor ó en contra 
del sistema participación en el provecho, porque no faltan 
casos de éxito desfavorable . 

Dígase lo que se quiera, frente á la oposición de los unos 
y á las dudas de los otros, surge el hecho incontrastable de 
que donde quiera que se ha aplicado ese sistema no ha pro- 
ducido consecuencias funestas; y esto demuestra que puede 
aceptarse, porque la práctica es más elocuente que las teo- 
rías. Declararemos, sin embargo, que el principio de la 
participación en el provecho no ha de aceptarse como reme- 
dio absoluto, según han pretendido algunos, para resolver 
la cuestión social , sino sólo como uno de tantos remedios 
convenientes. 

La cuestión de la participación d?I obrero en el provecho 
no es tan importante desde el punto de vista económico como 
desde el jurídico, por las graves luchas qne puede originar 
el decidir si, como cree Bühaiert, debe ser libro el sistema, 
esto es, si debe dejarse en manos del empresario adoptarlo ó 
no; ó si debe ser impuesto por el Efstado con oportunas dis- 
posiciones legislativas (1 ) . 

Algunos han sostenido la primera tesis, aduciendo por ra- 
zón la dificultad que habría para fijar la cuota de las utilida- 
des y las graves consecuencias que podrían sobrevenir. Pre- 
guntan en efecto: ¿quién tendrá el derecho de fijar la cuota 
justa en la participación del trabajo y del cajjital'? ¿Quién se 


(1) Bohmbrt. La par cicipación en ti provecho. Milán. 
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arrogará la facultad de distinguir exactamente la capacidad, 
la habilidad individual, ó la calidad, cantidad y modos de 
oada obrero colocado? 

Se nota además que con imponer la participación se pon* 
dría trabas á la libertad y á la independencia de los em- 
presarios. Couclnyen, por consecuencia, que para la ^arti' 
c¿'¿) iclóíi en las v.liUdades conviene confiar ante todo en la 
moralidad, el buen sentido y la equidad de los empresarios. 

Las indicadas dificultades son innegables, si se admite que 
el Estado debe con disposiciones legislativas especiales esta- 
blecer las cuotas correspondientes al obrero en las utilidades 
obtenidas. Pero nosotros no creemos que la función del Esta- 
do sea ésta, en orden á la parHcipación en las utilidades. Nos- 
otros desecharnos el absolutismo en la ciencia; y, puesto que 
los fenómenos económicos son de naturaleza varia, varias 
deben ser las normas reguladoras de ellos, sin que puedan 
establecerse normas absolutas para todos. 

Hay, en efecto, industrias menos sujetas que otras á la 
influencia de sucesos que frustran las esperanzas de las uti- 
lidades posibles; y en ellas la participación ea los prove- 
chos podría ser impuesta por el Editado. Pero paralas otras 
no, porque siendo más fáciles las pérdidas, y debiendo por 
justicia el obrero participar también de ellas, en vez de fa- 
vorecer la condición de los obreros, podría hacérsela más 
triste. Creemos útil, por tanto, la distinción antes indicada, 
para llegar á una solución equitativa de la cuestión. 

Nótese también que no es pasible admitir que el Estado 
fije la c.vota de las utilidades correspondientes al obrero. So 
puede fija- en abstracto el límite mínhn') de la participación, 
y en ciertas industrias prohibirse que la cuota de utilida- 
des se dé en naturaleza; pero nada más. 

^ Como se ve, la cuestión no es susceptible de una resolu- 
ción absoluta, categórica. Lo que de un modo absoluto pue- 
de admitirse es que el Estado debe establecer normas legis- 
lativas generales para regular el sistema da la participa- 
ción en los provechos; que en ciertas industrias puede y 
hasta debe imponerle; pero que en otras debe dejarse la 
aplicación á la libertad de los empresarios. 

Si recordamos ahora lo que hemos dicho sobre los sala* 
rioSi se verá que, en el caso en que no haya convenio entra 
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obreros y empresarios sobre la participac ióu en las utilida- 
des, la ley sobre salarios servirá de garantía de la retribu- 
buciÓD más igual p»osible dol trabajo. 

Otras cuestiones ocurren respecto del trabajo, pero da 
menor importancia, á nuestro juicio, y preferimos por tanto 
no tratarlas, seguros de que las ideas brevemente expuestas 
respecto de las cuestiones más importantes, bastan para de- 
mostrar que es necesaria una legislación sobre el trabajo; y 
que extendiendo el imperio del derecho á este fenómeno eco- 
nómico complejo se llegará á resolver muchos problemas de 
los que constituyen la cuestión social. 

Otro aspecto de la lucha 'por el derecho en la vida econó^ 
mica se observa al examinar el fenómeno de la libre concu- 
rre'ncia. 

El principio económico de la libre concurrencia, ardien- 
temente sostenido por los economistas de la llamada es- 
cuela liberal ó de Manchester, como fecundo principio de 
Utilísimos efectos respecto á la producción, á la distribu- 
ción y al consumo de las riquezas, es seriamente combatido 
por los socialistas como principio subversivo del orden so- 
cial y como origen de gran parte de los modernos males 
económicos. Así mientras los viejos economistas ó, mejor, 
los economistas clásicos, consideran la libre concurrencia 
como sinónima de riqueza, de progreso, de bienestar so- 
cial, muchos de los modernos, los positivistas, sostienen 
con calor que económicamente significa el dominio del 
fuerte sobre el débil, del capitalista sobre el obrero, de las 
grandes industrias ó de las grandes fábricas sobre la pe- 
queña industria; y demuestran que tanto ella cuanto la li- 
bertad del trabajo se fundan en el egoísmo, el cual, si no 
se le modera, en vez de ser causa de ventajas económicas 
lo es de desórdenes sociales y de muchas injusticias. La li- 
bre concurrencia para éstos es sinónima del despotismo de 
los más fuertes económicamente y de la miseria del mayor 
número. Marlo, uno de los más encarnizados adversarios 
de la libre concurrencia escribe: «la libre concurrencia es la 
sanción del hurto indirecto, prestada en la forma de libertad 
de trabajo». 

Esto sentado, fácil es ver que si el principio de la libre 
concurrencia, considerado como fundamental de la ciencia 
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de la riqaezA, es tan fuertemente combatiio por los econo- 
mi rae modernos, habrá que examinar si la f andón jurí- 
dica deí Escado, ex';endida á aquel principio, puede dirimir 
las controv'n'sias señaladas. 

Convi ne primeramente examinar las razones aducidas 
en favor en contra de aquel principio, para poder venir al 
examen de la necesidad ó utilidad de leyes jurídicas regu- 
ladoras de la concurrencia. 

La coiKUrrencia, dicen los economistas de la escuela clá^ 
sica, es resultado inevitable de la libertad industrial yaya* 
da á evitar los mo7iopolíos artificiales. JDe ella dimanan va- 
rios resultados útiles, respecto á las tres principales órde- 
nes de los feaómenos económicos: la producción, la distri- 
bución y el consumo de la riqueza. Los resultados útiles se- 
rian los siguientes: 

1. ° Distribución natural, no artificial, de los producto- 
res de las diversas industrias, y también de las profesiones 
según la capacidad y la inclinación. 

2. ^ Emulación, todos los productores entran 

en contienda entre sí, no sólo por la actividad, sino por la 
diligencia. el ahorro. 

?>f Invenciones ó descubrimientos ó, en una palabra, 
'progreso en todos aquellos medios que ayudan á la produc- 
ción de las riquezas. 

4 .^ Aumento de los productos y, por lo tanto, buen mer- 
cado de los mismos. 

Equilibrio entre la demanda y la oferta y entre la 
producción y el consumo de las riquezas. 

En atención á estas ventajas abstractamente deducidas, 
sin datos positivos, del principio de la libre concurrencia, 
los economistas de la escuela clásica se creen autorizados 
para sostener que la concurrencia es la fuente principal de 
la riqueza y del bienestar social. 

No lo creen así algunos economistas que estudian los fe- 
nómenos económicos en la realidad, como ellos mismos di- 
cen. Exainineraos sus razones: 

Luis Blano en su obra sobre «La organización del tra- 
bajo», dice en breves términos así: La concurrencia es para 
el pueblo un sistema de exterminio. ¿Qué es realmente la 
concurrencia para loa trabajadores? Es el trabajo puesto en 
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subasta. Un empresario tiene necesidad de un obrero, ae 
presentan tres. Uno tiene mujer y dos hijos y pide tres fran- 
cos; otro tiene mujer solamente y pide dos y medio; el ter- 
cero es solo y pide dos. La preferencia se dá á este Viltimo. 
¿Qué sucederá á los dos primeros obreros exc'uídosV 

O se dejarán monr de hambre ó se harán ladrones, y en- 
tonces les esperan la cárcel ó el patíbulo. Ni siquiera el 
tercero se dirá que es afortunado, porque puede venir un 
cuarto obrero más robusto, que puede hacer ahorros, que pe- 
dirá menos de dos francos y rebajará el salario. Por con- 
secuencia, dice Blanc, bajo el imperio de la concurrencia 
ilimitada, la baja de los salarios es un hecho necesaria 
mente general, nunca excepcional, y conduce á la supresión 
de cierto número de obreros. La concurrencia produce por 
esto, según los socialistas, la miseria; y como la miseria, se- 
gún resulta de la estadística, es espantosamente prolífica, 
la fecundidad del pobre traerá á la sociedad una multitud 
de infelices que tienen necesidad de trabajar y no encuen- 
tran trabajo. 

Hó aquí los males graves de la concurrencia para los tra- 
bajadores, según los socialistas. 

¿Qué ventaja produce para las clases medias? Ninguna, 
responden ellos. En efecto, mientras los economistas de la 
escuela de Smith y Say afirman que produce el buen merca- 
do, Blanc sostiene que, en el sistema de la concurrencia, el 
buen mercado no es más que un beneficio provisional é hi- 
pócrita; que dura mientras la lucha existe, pero en cuanto 
el más rico ha puesto fuera de combate á todos sus rivales, 
los precios se alzan. La concurrencia lleva al monopolio, per 
la misma razón que el buen mercado conduce á la exagera- 
ción de los precios; de manera que, después de haber sido 
un arma de guerra en manos de los productores, más pron- 
to 6 más tarde viene á ser una causa de pobreza. 

No es esto todo, añaden los socialistas y los economistas 
positivistas. La co acurren cía produce una espantosa cor- 
rupción moral. Los almacenes suntuosos absorben á los mo- 
destos. Las quiebras se multiplican. Y entra el desorden 
general, apto para despertar en el ánimo de todos la envi- 
dia, la desconfianza y el odio, para matar poco á }>oco to* 
das las aspiraciones generosas y secar todos los manan*^ia- 
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les de la fe y de la abnegación, para engendrar el fraude^ 
la sofisticación, el engaño en la calidad de los productos. La 
falsificación de los géneros engendrada por la necesidad de 
la concurrencia no sólo produce el daño económico de su 
mala calidad y la ruina de los productores que no están en 
condiciones de usar fraudes comerciales, sino que muchas 
veces se convierte en un atentado á la salud pública. 

He aquí las razones principales aducidas por algunos 
economistas, especii-1 mente socialistas, en contra de la líbrt 
concurrencia Extrañará á alguien acaso que nosotros, al 
indicar los argumentos hechos contra algunos principios 
económicos sostenidos por la escuela clásica^ recurramos á 
los socialistas. Desaparece, sin embargo, la extrañeza cono- 
ciendo el moderno movimiento cientifico y la importancia 
de los estudios hechos por los modernos socialistas. Nosotros 
creemos, con Mamiani y con otros doctos pensadores, qua 
la parte crítica de los modernos socialistas debe tomarse se- 
riamente en cuenta por cuantos quieran examinar impar- 
cialmente las cuestiones económicas de nuestros días. 

Después de esto, nos preguntamos: ¿Existen realmente 
las ventajas de la libre concurrencia indicadas por los eco- 
nomistas de la escuela clásica? No lo creemos. 

En efecto, la baja del precio de los productos y el au- 
mento del consumo se obtienen con el engaño del consumi- 
dor; esto es, con la alteración y falsificación de los produc- 
tos; ó también con la reducción del salario del obrero, que or- 
dinariamente se consigue prolongando las horas de trabajo. 

Por otra parte, tampoco puede afirmarse que de hecho 
se aumente el consumo de los productos y que, por tanto, 
la libre concurrencia sea favorable á los consumidores. 
Realmente, como observa Schuren, la condición de la clase 
obrera inglesa, no obstante el principio de la libre concu- 
rrencia absoluta, no se ha mejorado en nada; lo que de- 
muestra que no ha derivado de ella verdaderamente un au- 
mento de consumo en los productos. 

Con la líbre concurrencia se conseguirá sin duda tin au- 
mento en la producción y, por lo tanto, en la demanda do 
trabajo; pero este aumento se consigue al precio de hacer 
infeliz la vida del obrero. Y ¿es justo y humano buscar un 
bien tan pequeño con un daño tan grave del obrero? 
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Grave error de los ecoromistas de la vieja escuela se noa 
figura, como á otros economistas más modernos, el creer 
que e) egoísmo es fundamento de la ciencia económica; que 
el individuo abandonado á si mismo en el campo económico 
tiende á producir cada vez más riqueza por su bien, obran- 
do de paso el bien de los demás, y que cuanto más se acen- 
! túa esta lucha económica entre los individuos más se eleva 

V la producción de la riqueza. No han reparado que ai, hasta 

cierto punto, el individualismo es causa de aumento de ri- 
queza, por otro lado es causa de desarmonias sociales y des- 
i equilibrio económico. 

, Precisamente por tales consecuencias, derivadas dol ex- 
cesivo individualismo, sostienen muchos modernos pensa- 
dores que el principio ético debe ser la base de la economía 
política y califican á la escuela de Manchester de materia’- 
lista. 

Los economistas de la escuela clásica realmente no nie- 
gan la evidencia de los males mencionados, pero creen que 
6u causa no está en la libre concurrencia sino en la falta 
completa de ésta en la vida económica. Escribe, en efecto, 
Dunoyer que ia concurrencia hasta nuestros días se ha en- 
cerrado en límites estrechísimos, entre un pequeño número 
r de productores, y que, por lo mismo, no ha podido producir 
más que etectos momentáneos, con grave daño de algunos 
concurrentes. 

Esta consideración no tiene valor alguno, ya porque se 
apoya sobre una hipótes.s imposible de ocurrir ya porque no 
destruye las razones de adversarios. En efecto, es impo- 
sible que el principio de ia libre concurrencia pueda tener 
Tina aplicación universal en el mundo económico, cuando 
son diversas ó indeterminables las cansas que concurren al 
desarrollo de intereses opuestos entre los productores de la 
misma nación ó entre los de naciones diversas. Y aun cuan- 
do la libre concurrencia se llevase á esferas más amplias 
que actualmente, conduciría siempre al daño económico de 
■un número ma> or de productores y consumidores. ¿Como 
puede jamás, de una lucha grave que se agita entre muchos 
productores, obtenerse un resultado útil sin daños relevan- 
tes? El individualismo ilimitado conduce necesariamente á 
una lucha áspera que sólo puede producir un c-scaso núme- 
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TO de bienes, á cambio de un gran número de males. Y aun- 
que produzca por hipótesis un número de bienes poco infe- 
rior al de los males, ¿no es prudente buscar un medio de 
conseguir iguales ventajas con menos perjuicios? Nótese 
que también algunos economistas de la escuela clásica han 
reconocido que de la libre concurrencia derivan muchos 
males, que es preciso remediar. Así StüArt Mill, en 
los últimos tiempos, considerando que la libre concurrencia 
ha producido el fraude y la sofisticación de géneros, ha de* 
clarado abiertamente: l.° que es exacta la demostración he* 
cha por los socialistas de la existencia de un mal grave, y 
que tiende á agravarse cada día más á medida que crecen la 
población y la riqueza. 2.® que la sociedad no ha puesto 
todavía en obra todos los medios que posee para combatir el 
mal; porque las leyes contra el fraude comercial son defec- 
tuosísimas y su ejecución también. A su juicio, hay medios 
para combatir loa males que tocan más de cerca al pueblo; 
y entre ellos indicamos la fundación de sociedades coopera- 
tivas de consumo con las cuales los consumidores puedan 
casi prescindir de los vendedores al detall y proveerse di- 
rectamente de los comerciantes por mayor. 

Pero hay que observar que este remedio favorecería sólo 
en una parte de los daños de la libre concurrencia, especial- 
mente la del interés de los consumidores, pero deja los de- 
más; y ni es verdaderamente eficaz para el fin, ni puede ac- 
tuarse fácilmente. Para aclarar esta última observación no- 
temos que hay gran dificultad en hallar gerentes fieles por- 
que loe componentes de la asociación no pueden ejercitar un 
sindicato directo y completo. Además ¿qué eficacia han de 
tener las sociedades cooperativas de consumo para los frau- 
des económicos en grande? 

Blano, como remedio á los daños de la libre concurren- 
cia, propone los talleres sociales 6 nacionales. Demostró an- 
te todo ' a necesidad: 1.® de que el gobierno realizase un 
empréstito, cuyo producto se empleara en )a creación de ta- 
lleres nacionales de los más importantes ramos de ja indus- 
tria. 2.° que estos talleres se rigieran por estatutos emana- 
dos del Gobierno. Las bases de esos estatutos deberían ser 
las siguientes: 1.® igualdad de los salarios para impedir 
toda concurrermia entro los individuos. 2.® asociación de los 
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diversos talleres para impedir la concurreucia entro laa in-* 
dustrias. 3.° elección respecto de la gerarquía. 4.*^ aliorro 
de un fondo de reserva, tomado de las utilidades líquidas 
y destinado al sostenimiento de los viejos y de los enfermos 
y al alivio de las crisis que pu lióse u perjudicar á las dis- 
tintas industrias. 

Blano creía que, organizando el trabajo de esto modo, se 
podía llegar fácilmente á destruir los males do la libre con- 
currencia. Pero verdaderamente el sistema está falto de to- 
do fundamento. 

Un principio con el que se destruj^en en su base las ins- 
tituciones por él aconsejadas es la igualdad de ios salarios; 
que si, á primera vista, parece que puede impedir la con- 
currencia de los individuos, examinada atentamente resul- 
ta de dañosas consecuencias, especialmente en el matar la 
miiílacióii (que dentro de ciertos límites produce benefício- 
60 S resultados á productores y consumidores), y al mismo 
tiempo en procurar la retribución injusta del trabajo. La 
igualdad del salario es un principio de desorganización del 
trabajo. 

Además j cuantas dificnltades prácticas habría para obte- 
ner, con la creación de esos talleres, una buena organiza- 
món del trabajo! 

Algunos economistas, para repararlos moles de la li- 
ebre concurreucia, proponen el restablecimiento de las cor- 
im'aciones de artes y ojlcios; creyendo que se necesita or- 
ganizar la sociedad moderna, desorganizada por la liber- 
tad del trabajo, mediante el restablecimiento de esos cuer- 
pos ligeramente modificados. Eeconocen que, en las cor- 
poraciones de la edad riedia, hubo defectos y abusos; 
pero afirman que fue erróneo destruirlas de repente, por- 
que no sólo se dejó en triste aislamiento á los obreros, 
sino que se facilitó á los más fuertes económicamente el 
medio de someterá los más débiles, y se fomentó la grave 
lucha que hierve hoy en el campo económico con funestos 
resultados. 

A nosotros nos parece, sin embargo, que las corporacio- 
nes no responden ya á las necesidades económicas, porque 
no se concilian con la gran industria, con los poderosos 
medios de comunicación modernos, ni cou la libertad de do- 
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rnicilio (]). Se necesitaría introducir en ellas profundas 
modiñcaciones, con las que no pasarían de ser institutos de 
simple asociación 'productiva, en vez de corporaciones ver- 
daderas. La creación de las corporaciones, por lo tanto, no 
abre camino á la función jurídica del Estado para mejoras 
efectivas en la vida económica. 

Según Lasalle, con las asociaciones productivas se ob- 
tendría una organización del trabajo muy beneficiosa, no 
sólo por su buena división, sino también por el aumento de 
la riqueza y la eliminación de los malos resultados de 
la concurrencia. Quitan el riesgo, por cuanto matan la con- 
currencia; impiden el estancamiento de la producción y las 
crisis; mejoran las condiciones de la vida á los pequeños 
hurgueses, á los artesanos, á los empleados, á los maestros, 
etc. Con este fin se pedía, como ya hemos dicho, la ayuda 
del Estado para conseguir los capitales necesarios. ( 

Indudablemente, el sistema de las asociaciones producti- - j 
vas, convenientemente aplicado, repararía muchos moder- \ 
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nos males económicos, sin limitar tiránicamente la libertad ] 
individual, Pero, á nuestro modo de entender, es un reme- ^ 
dio que sólo podría adoptarse á falta de todos los demás y i 
cuando circunstancias especiales lo hicieran oportuno. 1 

Antes cabría intentar otros remedios. Contra el fraude 
'mercantil, que es uno de los poderosos medios de que se 
valen los comerciantes y los productores para la concurren- 
cia, se establecerían leyes penales más severas que las de 
hoy y que se aplicarían con rigor. Se empezaría por estu- 
diar bien los diversos medios con que se ejercita el fraude 
comercial, para establecer después debidamente una cate- ^ 
goría propia de delitos castigados con penas especiales. He- f. 
cho esto, se habría creado uno de los más serios obstáculos^ < 
á los males que derivan del principio de la concurrencia ili-f . 
mitada. En los delitos cometidos en el comercio, se debería^ 
proceder de oficio en persecución de los culpables, dando K 
además facultad á los particulares para promover la acción # 
penal y la de resarcimiento del daño producido. 

(1) Obeer^aba bien Wagnbr, á propóeito de los que quieren restáis- 
rar las corporaciones, que muchas veces, al tratar cueslionee sociale^ 

«e olvida que actualmente hay una masa de población muy distinta de 
ia que había hace EOO, 100 y 5# años. fRtde^ etc., pág. 1&). 
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Las leyes penales, sin embargo, no bastarían siempre 
para reparar los males derivados, como inmediata conse- 
cuencia, del principio de la concurrencia libre; por lo cual 
es necesario suplirlas con otros remedios, especialmente 
para la tutela de los productores. 

Habría que instituir Cámaras sindicales para juzgar de 
las reclamaciones de un productor ó un grupo de producto- 
res contra otros, por los daños resultantes de la concurren- 
cia ilimitada que se hiciera con engaño ó por causas poco 
justas. El procedimiento de estas Cámaras versaría sobre 
la demostración del hecho de la exagerada concurrencia y 
sobre la investigación de sus causas verdaderas; y termi- 
naría por la condena al resarcimiento de los daños, cuan- 
do esa concurrencia fuese producida por causas injustas ó 
inmorales 

La ley sobre salarios sería también eficaz modo de limi- 
tar los tristes efectos de la libre concurrencia en daño del 
obrero. 

Con estos remedios no se destruiría, á nuestro juicio, el 
principio de la concurrencia, pero se limitaría el abuso. 
Hasta aquí sólo habría entrado en ejercicio la función jurU 
dica del Estado, no la económica. La función económica en- 
traría en movimiento cuando, por circunstancias especiales, 
ios remedios mencionados resultasen ineficaces. Sería llega- 
do el caso entonces de recurrir á la asistencia pública y á la 
fundación de asociaciones productivas con ayuda del Estado. 

Todo lo dicho respecto de la libre concurrencia dentro de 
un Estado puede decirse también de la concurrencia exter^ 
na ó internacional ó para el libre cambio. Los economistas 
de la escuela clásica han visto también el libre cambio como 
principio fundamental de la ciencia económica y hasta algu- 
nos como el ideal supremo de la civilización y de la frater- 
nidad entre los pueblos. Pero los economistas modernos, 
aun los DO socialistas, piensan lo contrario, sosteniendo que 
el acuerdo universal de las naciones es una utopia^ y que, 
dada la diversa índole de cada pueblo y de la naturaleza de 
cada territorio, es imposible la tan decantada armonía de 
relaciones sin leyes que las rijan. Se ha observado además 
que los sistemas prohibitivos, resultado de la función jurí- 
dica del Estado en punto á las relaciones económicas Ínter- 
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nacionales, son eficaces, si se les aplica oportuai iüente, 
para promover el desarrollo de las fuentes de riqueza na^ 
clónales; y á veces no sólo benefician á la nación en dondo 
se establecen, sino también á las demás naciones. 

Se recuerda que los Estados Unidos de América han 
comprendido bien la utilidad del sistema prohibitivo, y que 
deben á él próspera vida económica (1). 

Otros, sin embargo, opinan que el sistema americano es 
excesivo, y han ideado un sistema mixto de libre cambio y 
prohibición, el llamado de la mediación. Consistiría éste 
en buscar el punto de equilibrio entre los dos sistemas, es- 
tudiando la utilidad que puede obtener una nación sin 
grave daño de las otras, evitando al mismo tiempo que ese 
daño recaiga sobre ella nuevamente. Fácilmente se ve que 
este sistema no da criterios determinados constantes, sino 
variables según las circunstancias. Esta variabilidad, sin 
embargo, debe girar en torno de un punto central, de un 
principio absoluto y constante, como es precisamente el de 
promover el desarrollo mayor posible de las fuentes de ri- 
queza de una nación en límites que hagan también posible 
el desarrollo de todas las demás actividades económicas. 
Así una nación, obrando su propio beneficio, favorece tam- 
bién al bienestar de las demás, 

Repitámoslo: un error fundamental de la escuela clásica 
en economía, es el de poner por fundamento de la ciencia 
principios absolutos^ desconociendo su relatividad histórica 
y económica. Hé aquí por qué no puede aceptarse el prin- 
cipio del libró cambio según aquella lo concibe. 

Resulta en resumen que el Estado debe ejercitar también 
fi'ji función jurídica sóbrelas relaciones económicas ínter • 
nacionales, Pero todavía restan muchob otros hechos de la 
vida económica á que se necesita extender el imperio de las 
leyes jurídicas. Como no hay gr aves controversias entre 
los escritores sobre la necesidad de regular con leyes estos 
hechos económicos, nos limitaremos, para no alargar mu- 
cho sin necesidad este trabajo, á mencionar algunos casos 
á que debe aplicarse la función jurídica del Estado, para 


(1) Ubvi cckvt.hio. 
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que la vida económica pueda desenvolverse normalmente. 
Veámoslos: 

Crédito, — El crédito público necesita estar asegu- 
rado, puesto que su falta produce en la vida económica de 
un país, funestas consecuencias. Dejando á un lado la gra- 
ve cuestión de la unidad ó multi'plicidad de bancos, obser- 
vemos que, desde el punto de vista jurídico, el Estado tiene 
el derecho de dictar las leyes necesarias para que el crédi- 
to se desarrolle progresivamente, estableciendo garantías 
serias y eficaces. 

Al crédito y al cambio se une la cueotión de la punibili- 
dad de la usura. 

Bien clara es la distinción entre el interés ó fruto civil y 
la usura\ el primero es la compensación del uso del capital 
de otro, y, por tanto, se justifica no sólo en derecho sino 
también en economía; la segunda es el interés alzado, que 
se resuelve en un débito sin correspondiente préstamo. 

Algunos juristas sostuvieron la limitación del interés 
partiendo de un falso concepto de la moneda. Considera- 
ron la moneda como una propiedad enteramente especial, 
como medida de los valores de las cosas y como medio para 
adquirir débitos y para librarse de ellos; cuando es una 
mercancía como todas las demás, sometida á la ley de la 
demanda y de la oferta. En este sentido es absurda la 
doctrina do los juristas que sostienen la limitación del in- 
terés. 

La usura, por el contrario, siendo un débito sin présta- 
mo correspondiente, no sólo contraría los principios del 
derecho, sino también los económicos. Stein ha estudiado 
admirablemente este fenómeno anormal de la vida econó- 
mica y hace notar que el acreedor usurario, al pactar un 
alto tipo de interés, aumenta el capital al vencimiento sin 
desembolso alguno y cobra una renta sobre el trabajo del 
deudor, que no puede emanciparse de esta servidumbre 
creada en nombre de la libertad (1). 

El profesor Miraglia distingue, con otros escritores, la 
usura en simple y en instigadora y seductiva, observando 
que, aunque la usura sea simple y no provoque exagerados 


(1) Stbim. La justicia de la usura. 
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débitos, siempre es un débito sin correspondiente préstamo, 
que mata la formación de capitales, absorbe rentas y habe- 
res, destruye la libertad y la independencia económica de 
los individuos, y hiere profundamente el honor de las per- 
sonas envueltas en sus garras (1). Stein nota que actual- 
mente la usura simple tiende á trasformase en seductiva y 
á tomar la forma de verdadera empresa. 

Produciendo la usura tan graves daños, necesario es re- 
medio, y remedio jurídico. Algunos juristas, entre ellos 
Miraglia, admiten como principal medio de defensa la 
condictio indebiti ó la excepio , non numeratm fecunm\ lo 
que implica la admisión de la prueba de testigos y de los 
indicios y las presunciones centra el título del crédito. Gra- 
ves son sin duda, las dificultades que supone tal sistema 
probatorio; pero, si se obtiene un bien con ese medio de de- 
fensa, creemos que no deben preocupar tales dificultades. 
Stein propone la introducción de la cesión de bienes, la nu- 
lidad de la venta de los productos antes de la recolección, la 
no preferencia del débito por alimentos, etc. Miraglia aña- 
de que no sean embargadles los sueldos y las pensiones. 
Estos remedios pueden resultar útiles y son, por tanto, acep- 
tables. 

Es, sin embargo, cuestión muy discutida la de si la usura 
debe elevarse á delito. Stein sostiene que, cuando el acree- 
dor retrae una ganancia desproporcionada de las economías 
del deudor que espontáneamente ha acudido á él, se trata 
de usura simple^ contra la cual sólo caben remedios de de- 
recho civil; pero que si se trata de usura instigadora ó se- 
ductiva, no hay más remedio que lo. pena ^ y que considerar 
criminal la usura, como verdadero delito de coacQión. 

El profesor Miraglia no acepta la diferencia, sostenien- 
do que la usura, de cualquier clase que sea, contiene dolo y 
daño. El dolo consiste en un provecho ilícito del excepcional 
estado del deudor, obligado á contraer un débito sin corres- 
pondiente préstamo; consintiendo por inexperiencia, por 
necesidad ó por sobreexcitación, y suscribiendo el triste 
pacto de la propia perdición económica y moral. 

Nosotros aceptamos las ideas del Profesor Miraglia 


(J.) Mibaoua. La usura y §l derecho. 
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porque nos parecen inspiradas en el conjunto de principios 
jurídicos que deben regir la vida económica. 

Sin duda, una ley penal no hará desaparecer la usura ^ 
pero producirá, como observa muy bien el ilustradísimo 
profesor de Nápoles, dos importantes ventajas: apartará del 
delito á algunos dispuestos á cometerlo y conservará su alto 
prestigio á la administración de justicia, no obligándola á 
garantir contratos de contenido evidentemente inmoral y 
repugnantes á la opinión unánime. 

2. ® Propiedad. — La propiedad es un derecho sagrado 
evidentemente, p^ro la conveniencia civil le impone todas 
las limitaciones requeridas por la necesidad del beneficio 
común. El Estado tiene, por lo tanto, derecho de dictar las 
leyes que se consideren oportunas para conciliar el bienes- 
tar individual con el bienestar social, en el ejercicio del de- 
recho diQ propiedad privada. Como en los tiempos modernos, 
junto á la propiedad inmuehle^ ha tomado enérgico desarro- 
llo la propiedad mueble ó incorporal^ es necesario también 
que el derecho extienda su imperio á los nuevos fenómenos 
económicos ó, mejor, á la nueva categoría de bienes. 

Son menester, por lo tanto, oportunas leyes sobre minas., 
sobre obras de la inteligencia, etc., sobre expropiación por 
utilidad pública, sobre montes y dehesas, sobro privilegios 
industriales, etc. 

Existe ya viva lucha por el derecho en orden á todas las 
diversas direcciones de la actividad económica, minas, in- 
dustrias, etc., para aportar á las leyes existentes todas las 
modificaciones necesarias á la mejora de la vida social. 

También en orden á la transmisión de la propiedad, y 
particularmente á las sucesiones legitima y testamentaria 
serían convenientes varias reformas. 

3. ° Sociedad . — El respetable Berti, atendiendo á las 
sociedades de socorros mutuos, ha pensado en la necesidad 
de dictar leyes para garantizar el patrimonio de estas so- 
ciedades y hacer más segura su colocación, y para facilitar 
la consecución de su fin. Creyendo en la necesidad de ha- 
cerlo proato por el desarrollo que van tomando, hasta ha 
formulado un proyecto especial. 

Ahora bien, dirigiendo la mirada á las múltiples asocia- 
ciones que pueden surgir en una nación, puede afirmarse 
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como priiicipín general qne el Estado está obligado á reca- 
tíocer personalidad jtiridica QVL tedas las asociaciones que 
tienden á reforzar los vínculos de solidaridad en la vida 
económica, y á procurar la mejora moral y material. 

4.^ Instituciones {(tiles d los oireros- Creyendo muchos 
econom:'stas que no es derecho del Estado el de aumentar 
los salarios, proponen la fundación de instituciones auxi- 
liares ó, como se han llamado también, instituciones inte- 
gradoras del ahorro. Tales serían los institutos de previsión. 
LiUzzatti sostiene que es una institución necesaria la caja 
nacional para pensiones obreras y hace votos porque se 
convierta pronto en ley. Tal institución es útil sin duda, 
pero realmente no cabe en la esfera de la función jurídica 
del Estado. 

tSe ha discutido también la cuestión de las hahitaciones 
para los obreros, cuestión, como declaraba Berti, compleja 
é intrincadísima. Entran en ella múltiples problemas cuya 
resolución requeriría no sólo el ejercicio de la función jurí- 
dica, sino también de las otras funciones del Estado. Para 
no hablar más que de la primera, indiquemos que, resulta- 
ría útil un sistema de disposiciones legislativas sobie la 
fabricación de las casas para obreros. Así se empezaría á 
hacer fácil la solución de esta cuestión importantísima. 

Se ha hablado también de la transformación de las obras 
pías. ViLLARi propuso transformarlas en centros de edu- 
cación y de instrucción, principalmente industriales. Be 
este modo, más de veinticinco millones de réditos anuales, 
que hoy se gastan en sostener la miseria, podrían ser em- 
pleados para la instrucción. 

Ee pjropone la institución de los proM viri para resolver 
las controversias que surgen frecuentemente entre obreros y 
patronos, respecto á los salarios, á las horas de trabajo, á 
la calidad del trabajo empleado, etc. Se podría de este mo- 
do remediar muchos males que hoy sufren los obreros por 
las pretensiones de los patronos, mediante oportunas dis* 
posiciones legislativas 

La reforma de los tributos y especialmente la disminu- 
ción d© las tarifas que pesan sobre consumos necesarios ó 
¿tiles es otro remedio que se indica para mejorar la condi- 
ción de vida do las clases trabajadoras. 
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En resumen: se proponen diversos sistemas de disposi* 
cienes legislativas para regular todos los fenómenos de la 
vida económica, que, abandonados á si mismos, resultan 
más bien perjudiciales que lUiles á aquellas clases de perso- 
nas que concurren directamente á la producción de la ri- 
queza nacional. 

6.° Agricultura . — Las disposiciones legislativas indi- 
cadas para regular los fenómenos de la vida agrícola me- 
recen detenido estudio, por lo cual hemos creido necesario 
hacerlas objeto especial de nuestras observaciones. 

No pocos publicistas y estadistas italianos afirman clara- 
mente que, si en las otras naciones la cuestión social refleja 
los fenómenos de la vida mdustrial^ en nuestra patria re- 
fleja los de la vida agrícola. En efecto, las condiciones telú- 
ricas de Italia son favorables al desarrollo de la agricul- 
tura. 

Se habla, por lo tanto, en Italia de una cuestión agrícola^ 
que, como dice Berti, no sólo comprende á las clases obre- 
ras rurales, sino á los capitalistas y propietarios que les dan 
trabajo. Nótase viva agitación en nuestros días para la reso- 
lución de esta cuestión, que casi todos consideran necesaria. 

Varias disposiciones se aconsejan para esa solución, en- 
tre las cuales merecen mencionarse las siguientes: reduc- 
ción de veinte por ciento al menos en la contribución terri • 
torial, reforma de las tarifas de aduanas, disminución de 
los derechos de registro y de riqueza mueble en beneficio de 
los agricultores que ejercitan la industria agrícola, crédito 
agrícola é hipotecario, etc. , etc. 

Dejamos de lado las proposiciones hechas invocando el 
ejercicio de la función económica del Estado en la solución 
de la cuestión agraria porque salen de los limites de esta 
obra, y nos referimos sólo á las disposiciones legislativas 
que más oportunas nos parecen y por cuya consecución se 
agita la lucha por el derecho de que nos ocupamos. 

Sin duda alguna, las propuestas indicadas, á las cuales 
se necesita añadir la gradual abolición del impuesto de la 
sal, la reforma de las obras pías antes mencionada, etcétera, 
producirían mejora de las condiciones de la vida agrícola. 
Pero no son suficientes, ni ayudan eficazmente por sí solas 
á conseguir la mejora apetecible. 
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Antes que nada, es necesario establecer la participación 
del obrero agrícola en las utilidades de la tierra; en ©tros 
términos, que el obrero se transforme en factor integrante 
ó interesado de las especulaciones agrícolas. ¿Qué impor- 
tancia eficaz envolverían, en efecto, las mencionadas pro- 
puestas, no teniendo el agricultor participación alguna en 
los beneficios del cultivo? Aquí se abre ancbo campo á un 
sistema legislativo que regule las relaciones del propietario 
y el obrero; otra serie de fenómenos económicos á que se 
necesita extender la benéfica infiuencia de las leyes jurí- 
dicas. 

Podríamos extendernos más aún en reseñar los fenóme- 
nos económicos más importantes que debieran ser regulados 
por leyes jurídicas, con lo que podría indirectamente lle- 
garse á resolver alguno de los problemas comprendidos en 
las cuestiones sociales. Pero lo dicho nos parece suficiente 
para demostrar la multiplicidad da los fenómenos económi- 
cos no regulados todavía y, necesidad de mayores reformas 
legislativas que las propuestas por Berti. 

Con razón, por lo tanto, deploraba éste que Italia figure 
entre las naciones más atrasadas y reacias para la forma- 
ción de una legislación obrera, y que, desda 1860 hasta 
hoy, los italianos se hayan ocupado poco de los sistemas da 
leyes que en otras naciones rigen hace mucho tiempo. 


CAPÍTULO IX 


NECESIDAD DE OODIEÍCAR LAS DIVERSAS RAMAS DEL 

DERECHO ECONÓMICO 


Todo lo expuesto hasta ahora, que realmente sólo com- 
prende algunos de los más importantes hechos de la vida 
económica^ demuestra ya la necesidad de un Código de de- 
recho económico. En la actualidad tenemos muchas leyes 
relativas á la agrie altura ^ como las leyes forestales; algu- 
nas relativas á la industria; y además varios proyectos de 
legislación social, los presentados por Berti. Aparte de la 
insuficiencia de estas leyes para regular muchos importan- 
tes hechos económicos, fácilmente se comprende lo preferi- 
ble que es, á leyes dispersas, un Código que abrace en for- 
ma sistemática las disposiciones legislativas convenientes 
sobre agricultura, industria, etc. 

En Francia se ha intentado muchas veces esta codifica- 
ción; pero en Italia sólo se ha pensado en proponer leyes 
aisladas, frecuentemente sin relación entre si. Sin embargo, 
en el derecho científico ya vemos sostenida la necesidad da 
un Código industrial, de un Código rural, etc. p). Pode- 
mos recordar al profesor Albini, que ha especificado las 
materias propias de un Código rural, indicando que de- 
biera comprender todas las relaciones de índole privada na- 
cidas del cultivo multiforme de la tierra, todas las modifi- 


(0 Anastay. Proyecto ¿c Código r?,í>*aZ. — Da Croos. (’ódigo rural. 
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caciones aportadas al principio de la propiedad en interés 
de la producción agrícola y, en general, todas las reglas 
aplicadas á la especialidad de la economía rural. A su jui- 
cio, debería tratarse, en un primer libro, de los usos y cos- 
tumbres locales y todo lo concerniente á las personas rús- 
ticas; y, en los demás, de las cosas rústicas, de la servi- 
dumbres personales y reales, de la posesión y de las varias 
especies de contratos agrícolas. Debería además incluirse 
en este Código las leyes sobre caza, sobre montes, sobro 
minas, sofbre crédito territorial, sobre crédito agrícola, et- 
cétera. También Rabbeno, Vabalá-Papale , Cimbali y 
otros, han sostenido la necesidad de pensar en una codifica- 
ción de las leyes relativas' á la agricultura^ industria^ etc. 

También en Alemania muchos economistasy juristas han 
propuesto códigos especiales de la llamada legislación so- 
cial. Meter, por no citar á otros, sostiene: 1.*^ la necesi- 
dad de un derecho especial positivo de los capitalistas 
para limitar el interés del capital, estableciendo el máxi- 
mum. 2.*' un derecho especial positivo de los propietarios 
rústicos^ para librar esta propiedad de la opresión del ca- 
pital. 3.” un derecho especial de los obreros^ para asegurar 
á éstos el mínimum de salario indispensable á su existen- 
cia y á su reproducción (1). Y Wagner, reseñando las 
obras del mencionado escritor, dice: «yo participo entera- 
mente de las opiniones de Meter por lo que hace al dere- 
cho económico y á los problemas que el Estado debe resol- 
ver... Con razón se afana en demostrar que la división de 
la riqueza nacional depende de la legislación (2)». 

Renouard en Francia, considerando el gran desarrollo 
tomado por la industria en la edad moderna, ha reconocido 
la necesidad de que el derecho extienda también su imperio 
á los fenómenos industriales, y ha escrito casi profetizando: 
«la legislación industrial tendrá su Código, cuya redacción 
aparece como una necesidad del porvenir, pero cuya madu- 
rez no vendrá tan pronto, mientras subsistan las incerti- 
dumbres de la razón pública, á la cual falta todo apoyo. 


(1) Mbyer. L(x cuestión del trabajo rural en Alemania. •—Desarrolla 
timenazador del socialismo . 

(2) Wagner . — Jievisla literaria de Jena, 
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porqu® le falta la fe. Un código es la obra, no do una cien- 
cia por hacer, sino de una ciencia hecha; y nosotros no es- 
tamos todavía en este asunto sino para la codificación por 
capítulos (1), » 

Es una necesidad del porvenir un Código industrial, dice 
Renouard, y con razón; pero faltan todavía muchos de 
aquellos datos de hecho, muchos de aquellos co j ocimientos 
que deben constituir las disposiciones fundamentales de un 
Código industrial. Sin embargo, se llegará á tener, porque 
nos parece tendencia universal de nuestro tiempo el cuida- 
doso estudio de los hechos económicos y la investigación de 
las leyes jurídicas más convenientes para regalarlos. 

Un Código industrial debería contener bastantes disposi- 
ciones legislativas concernientes á las fábricas, á las aso- 
ciaciones de obreros v caDitalistas, á los modos de trans- 
porte de los productos, á la organización del crédito, etcé- 
tera. Nosotros hemos indicado algunas de estas leyes, y 
muchas otras pudieran mencionarse, sí nos propusiéramos 
establecer las líneas fundamentales de un Código industrial- 
Indublemente, este Código representará, como dice muy 
bien Vadalá-Papale, la emancipación del obrero, el me- 
joramiento de las clases ínfimas sociales, la protección del 
capital y del crédito, las layes do las empresas industriales; 
y al mismo tiempo será li determinación y la fijación de 
esta marea social que se enmascara con las mil formas de 
comunismo, internacionalismo y nihilismo. 

No creemos que pueda existir duda sobre la necesidad de 
. que las disposiciones legislativas sobre la agricultura ó la 
industria formen un todo sistemático. La misma compleji- 
dad de estas disposiciones, aun cuando no se quisiera tener 
en cuenta el espíritu que las informa y el objeto especial 
sobre que versan, seria razón importantísima para demos- 
trar la necesidad de especial codificación. Y ¿cómo, en ver- 
dad, podría esta materia incorporarse en el Código civil ó 
en el de comercio'^ Si bien existe relación entre algunas dis- 
posiciones de las leyes civiles y comerciales y las que deban 
ser objeto del Código rural y del industrial^ no por esto han 
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(le confundirse unas con otras, aunque se necesite intentar 
una correspondencia armónica y establecer un íntimo liga- 
men entre todos estos códigos, cuya representación no es 
otra que la armónica correspondencia entre todos los fenó- 
menos de la vida social desde el punto de vista de las re- 
laciones entre individuos é individuos. 

En conclusión; si el derecho, para valernos de las bellas 
palabras del Profesor Eilomusi Guelfi, como determina- 
ción universal de la acción ética por lo que hace al indivi- 
duo y al todo, como garantía de la realización de la idea 
suprenía del hombre, protege y garantiza todas las relacio- 
nes de la vida que se afirman en el grado ético del mundo 
moderno, son necesarias oportunas normas jurídicas para 
regular también aquellas relaciones de la vida que se llaman 
relaciones económicas, y es necesaria la codificación de las 
mismas para que haya armonía entre las varias disposicio- 
nes legislativas, con el beneficio social correspondiente. 

Es de esperar que la lucha ^or el derecho en el campo 
económico se haga ferviente, y que pronto se llegue á ins- 
taurar el imperio de las leyes jurídicas sobre gran parte de 
los fenómenos económicos. 


CAPÍTULO X 


CENTRAL! ZA-CIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN 


El atribuir, como hemos hecho, siguiendo la moderna di- 
rección filosófica de la ciencia del derecho, una vasta esfera 
de ejercicio á la función jurídica del Estado, además de la 
función económica reconocida en éste, puede hacer suponer 
que deseamos la céntralización administrativa. Temen efec- 
tivamente muchos que atribuir al Estado facultades más 
amplias de las que ha tenido hasta ahora, conduzca á la con- 
secuencia de hacer cada vez más opresor al Estado, con 
; perjuicio no sólo de la libertad individual, sino también de 
la libertad local. Pero nada está más lejos de nuestras ideas 
« que esta temida centralización. Nosotros defendemos el 
principio de libertad, pero queremos armonizarle con otro 
principio no menos fundamental para el mejoramiento huma- 
no, el principio de sociabilidad. La libertad, tanto del indivi- 
duo cuanto de los organismos menores de un Estado, no debe 
' ser una libertad ex Icge^ porque en ese caso es libertad li- 
í berticida, no libertad verdadera. Los individuos y los otros 
I entes colectivos que componen el Estado son parte de un to- 
do que se llama convivencia civil ó Estado, y el desarrollo 
^de BU libertad debe estar en armonía con la vida del todo. 
Decimos esto para demostrar que somos enemigos tanto do 
■ la centralización absoluta como de una descentralización 
que condujera al atomismo social, 
i Por lo demás, las ideas que hemos expuesto sobre la no- 
? cesidad de oportunas normas jurídicas para regular algn- 
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ñas cateoíorías de fenómenos económicos, no conducen á un 
sistema de centralización. Bertí, Minghetti y otros, pre^ 
viendo la objeción mencionada, que también se les hubiera 
podido hacer á ellos, han protestado solemnemente, decla- 
rándose favorables á las libertades locales. Si después, al 
realizar alguna de las reformas mencionadas, por la natura- 
leza misma de las cosas, se concentra en el Estado una fa- 
cultad ó un derecho, ¿se deberá por sólo esto abandonar la 
reforma, poniendo en olvido los buenos resultados generales 
que se pudieran obtener con ella? No creemos que los hom- 
bres piácticos puedan responder afirmativamente. Por lo 
demás, con algunas de las reformas propuestas se podría 
dar amplio campo al desenvolvimiento de las actividades lo- 
cales, independientemente de la influencia directa que ejer- 
ciese el Estado. Sirva de ejemplo la propuesta de cajaf de 
apensiones nacionales^ que querrían sustituir algunos con 
cajas locales provinciales descentralizadas. Berti, afron- 
tando esta cuestión, escribe lo siguiente: «Ajunque, como 
viejo amigo de las libertades locales ó individuales, las 
acoja y las defienda doquiera se presenten, creo todavía 
que hay algunas instituciones económicas en cuya adminis- 
tración no es dudosa la competencia del Estado, sino nece- 
saria. Entre ellas encuentro la administración de los aho- 
rros para las pensiones de obreros. Así, mientras creo que 
no es imposible hallar cordinación entre las cajas locales y 
la caja central, creo difícil, sin embargo, sustituir con cajas 
descentralizadas la caja nacional.» Y añade luego: «de to- 
dos modos, donde por casualidad la opinión pública re- 
pugnase admitir la institución de que me ocupo, antes que 
privar á los obreros de un bien cualquiera, yo preferiría 
dar mi voto también á las cajas descentralizadas, con tal que 
tuvieran el carácter de institutos auxiliares. 

Hemos creído conveniente citar estas consideraciones de 
Bertx para probar que, en algunas de las reformas pro- 
puestas, la centralización es condición necesaria; sólo que, 
en este caso, no puedo hacerse otra cosa para procurar el 
bien de las clases trabajadoras. 

Conviene advertir también que la centralización puedo 
explicarse más cuando el Estado ejercita su función econó- 
mica que cuando ejercita la jurídica, porque no se trata en 
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este caso de una intervención directa ó inmediata, sino de 
una intervención indirecta, dirigida á regular algunas ór- 
denes de fenómenos de la vida económica. No hay que ol- 
- vidar tampoco que los municipios y las provincias son or- 
' ganismos sociales menores intrínsecos del Estado y consti- 

> tuyen, por tanto, parte íntima de él. Por esto se ha obser- 
vado j ustamente que en el Estado ha de apreciarse la exis- 
tencia de dos corrientes de actividad; una que va de arriba 

i á abajo y otra que va de abajo á arriba. Hay, por lo tanto, 

' elementos do vida común entre el municipio, la provincia y 
' el Estado. De lo cual puede legítimamente deducirse que 
también esos entes menores del Estado pueden destinarse á 
tener parte activa, no sólo para la ejecución de las leyes 
emanadas del poder central, sino también para sistematizar, 

> en nombre de la autoridad social, todas aquellas relaciones 
entre los particulares quo el Estado ha regulado con leyes 

' ■ especiales. Añadamos más: que, para la aplicación exacta 
■ de las leyes mencionadas, los municipios y las provincias 
pueden conocer mejor que el Estado las condiciones de vida 
• económica local y, por tanto, concurrir con ventaja á la 
r realización de aquel ideal de justicia y de orden económico 
1 unánimemte deseado, y por el que sostienen los hombres la 
lucha por el derecho. Puede citarse como ejemplo, entre 
otros muchos, el de la ley inglesa de 1878, que facultó á los 
' municipios para expropiar por causa de utilidad pública los 
barrios considerados malsanos, para destruirlos y reediñcar- 
^ los, como también para destruir aquellas casas en que los in- 
quilinos estuviesen amontonados con peligro de la salud. 

Inglaterra está considerada como la tierra clásica de la 

> autonomía individual y local, y sin embargo, cada día 
I puede decirse que el Estado se arroga nuevas funciones. 
^ Basta mencionar la serie de actos del parlamento quo ha 

dado origen á un sistema de legislación social dirigido á 
I' mejorar las condiciones morales y económicas de la socio 
dad entera. Aquella legislación es la afirmación má.s solem- 
I ne de la acción del Estado para integrar la actividad 
‘ deficiente de las fuerzas individuales y de las asociacionc.^ 
“\®^ores y para refrenar la actividad exuberante y dañosa. 
; Sin embargo, no se ha llegado en aquel país á ver en esto 
u opresión ni despotismo, 
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La descentralización, por lo tanto, es aceptable en linc 
tes que no perjudiquen la benéfica acción del poder centr 
para la conservación y el mejoramiento nacional. 

Es todavía indefinible la cuestión del porvenir de 1 
Estados europeos. Tiempo vendrá acaso en que éstos se ( 
vidan en pequeños organismos, con todas las funciones 
los Estados actuales, para dar lugar á una vasta confeá 
ración de Estados; pero esto nada importa al asunto q\ 
tratamos. Por ley de evolución, manifestada en proced 
mientes de individualización, se podrá llegar á dicho punU 
pero ciertamente, mientras esto no suceda, la vida de le 
pequeños centros ha de estar subordinada á la vida central 
dentro de los limites de la necesidad. 


CAPÍTULO XI 


EXCESO DE LEYES 


Spencer, en un trabajo especial denominado Demasiadas 
leyes, trató de demostrar los graves males que produce el 
exceso de legislación. No sólo confía en la iniciativa privada 
y en la libertad; cree además que el progreso debe condu- 
cir á una restricción, siempre en aumento, de la interven- 
ción del Estado en todos los diversos órdenes de la activi- 
dad social. En dos categorías distingue aquellos males: 
males positivos ^ que son enormes, y males negativos, que 
son no menos enormes que los otros (1). 

Ahora bien; las consideraciones de Spencer han sido por 
muchos repetidas para combatir á cuantos proponen proyec- 
tos de leyes para concluir con algunos de los muchos mo- 
dernos males sociales. Y quizá pudieran también oponérse- 
nos á nosotros, que queremos extender la esfera de acción 
de la función jurídica del Estado, sosteniendo que muchos 
males sociales son consecuencia de la falta de oportunas le- 
yes jurídicas. 

Pero no nos parece que las observaciones de Spencer pue- 
dan alegarse contra las ideas sostenidas por nosotros. Tam- 
bién nosotros reconocemos un límite en el poder de legislar, 
también reconocemos que las minuciosas disposiciones le - 
gislativas y la aplicación de leyes generales á algunos fe- 
nómenos sociales producen mayor mal que bien. Pero reco- 


(1) Spbncbb . Ensayos de política. 
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nocenios igualmente que muchos males pueden repararse 
con leyes convenientes, y otros se pueden al menos atenuar, 
lo cual es un gTan bien. Minghetti, hablando de las leyes 
inglesas reguladoras de algunos fenómenos económicos, y 
de los efectos obtenidos con su promulgación, reconoce que 
estos efectos han sido inmejorables, y que yerra quien su- 
ponga que esas leyes no producen efecto alguno. 

No podía sor de otra manera. La función legislativa del 
Estado no puede nunca causar daño si se desenvuelve en 
justos límites y procede con la base de los datos de la ex- 
periencia. ¿Quién pudiera verdaderamente negar los bene 
ticiosos efectos conseguidos con las severas leyes de los in- 
gleses sobre adulteración de comestibles, bebidas y drogas? 
¿Quién negará el bien conseguido con las leyes sobre el 
trabajo de las mujeres y los niños? ¿Quién podrá poner en 
duda la utilidad de las leyes sobre el trabajo de las minas 
y sobre los infortunios del trabajo? 

Sin razón, por lo tanto, se censura á los que creen que 
con oportunas leyes puede quitarse algunos males sociales 
ó atenuar su gravedad. Demuestra, por el contrario, la ex- 
periencia que S3 han obtenido muchos efectos útiles con la 
promulgación de leyes reguladoras de algunos hechos ecO' 
nó micos . 

Un legislador prudente, sin embargo, debe cuidar de 
dictar leyes en lo posible generales, porque las disposicio- 
nes legislativas muy particularizadas llegan pronto á im- 
pedir el desenvolvimiento libre de la actividad individual ó 
colectiva. No pueden establecerse preventivamente criterios 
estables; dependo de las circunstancias especiales, y de la 
naturaleza de los fenómenos que se quiere regalar, el saber 
si ha do adoptarse un sistema de disposiciones generales ó 
un sistema contrario. Nosotros, por ejemplo, al ocuparnos 
del salarlo, hemos reconocido la imposibilidad de determi- 
nar con leyes la diversa medida de los salarios, y, sin em- 
I argo, hemos taiíibién reconocido la necesidad de algunas 
normas generales. 

Temen algunos que ensanchando la esfera de acción de 
la juríMca del Estado ó, mejor, sosteniendo que la 

idea de remediar con leyes algunos males sociales, da oca- 
sión á los defensores y secuaces de doctrinas subversivas 
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para incitar al pueblo á reclamar del Gobierno reformas in- 
cesantes, y que, no pudiendo realizarse todas las que se pi- 
dan, se agrararán los males sociales, excitando los odios 
populares contra el poder constituido, y hasta provocando 
revoluciones. 

Esto temor es infundado, porque la experiencia nos en- 
seña que en Inglaterra y Alemania se han realizado refor- 
mas importantes sin lamentar inconveniente alguno. Antes 
de discutirse una ley, suele producirse alguna agitación, 
pero este es un hecho natural de los régimen es constitucio- 
nales, y que no debe causar temor alguno sobre el mante- 
nimiento del orden. 

Para decirlo brevemente: con buenas leyes se pueden re- 
parar algunos males sociales, y si se dictan con oportuni- 
dad y en los límites de las exigencias, producen grandes 
beneficios al bienestar común . 


CONCLUSIÓN 


El profesor Gabba, en un notabilísimo trabajo, escribía: 
«el orden jurídico, forma y resumen del orden social, es 
como éste mudable y progresivo; nuevas ideas y nuevas 
costumbres engendran entre los hombres nuevas relaciones 
y el derecho, regla de aquellas relaciones humanas que son 
medio de todos los individuos para conseguir los fines de 
la existencia, no puede menos de cambiar y progresar de 
un modo correspondiente». Ahora bien, nuestro primer in- 
tento ha sido demostrar que el cambio de las condiciones 
y necesidades de la sociedad moderna requiere no sólo que 
se modifiquen algunas leyes existentes, sino que se sancio- 
nen otras nuevas; y fin de que las nuevas relaciones huma- 
nas, condición necesaria de la conservación y del mejora- 
miento humano, se sujeten al imperio del derecho. 

Fijando la atención en aquellos desórdenes sociales que 
deploran hombres ilustres y no sospechosos de principios 
subersivos, hemos demostrado que muchos de ellos se pro* 
ducen por falta de leyes jurídicas, aunque se haya creído 
erróneamente que cuanto mayor es la libertad en el desen- 
volvimiento de la vida económica, más aumenta el bienes- 
tar social. Los hechos escrupulosamente observados de- 
muestran lo contrario de esto, y nosotros hemos sostenido, 
por lo tanto, que con sabias leyes correspondientes á las ne- 
cesidades de la sociedad moderna, se puede llegar á dar 
una mayor firmeza á las relaciones humanas. 

Hemos demostrado que muchos de los problemas que 
contituyen la cuestión social, que, como reconoce el respeta- 
ble Dei»uetis mismo, es formidable y urgente, pueden re- 
solverse con le) es particulares; y otros con el ejercicio de 
la función económica del Estado. Pero, cualquiera que sea 
la opinión que se tenga respecto de esta última, habrá que 
convenir en que se puede hacer algo bueno con oportunas 
leyes. Los más ilustres pensadores de las más cultas na- 
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iones de Europa lo han comprendido así y han intentado 
on bastante éxito la ardua empresa. Nuestros hombres d(3 
Istado lo han empezado también a comprender y se agitan 
lOr seguir el ejemplo de las demás naciones. Es grato espo- 
■ar que llegaremos á puerto seguro y que Italia tendrá 
iambién su legislación social, ó, por decir mejor, un código 
económico de derecho que pueda servir de modelo á los de • 
más pueblos. Así todas las clases sociales tendrán su dere- 
cho social positivo: asi los fenómenos económicos tendrán 
leyes jurídicas reguladoras. Supuesto que el derecho es ley 
de vinculo social, llevar su imperio á la vida económica 
será reafirmar más cada día el orden social, y eliminar no 
pocas de aquellas luchas que hoy agitan á varias socieda - 
des. Mientras no sea completamente reconocida esta verdad, 
toda tentativa para mejorar la condición de las clases tra- 
bajadoras es inútil. 

Inútiles son las cajas de ahorros^ cuando el obrero no 
está en condiciones de poder ahorrar; poca utilidad tendrán 
las cajas 'para enfermos é inválidos^ cuando, como muy bien 
se ha observado, atienden á personas que han caído por 
bajo del nivel de la clase obrera, siendo por tanto, institu- 
tos de beneficencia, y no institutos que pueden resolver la 
cuestión social; requiriéndose, en cambio, leyes que arran- 
;.quen los males de raiz. Lo mismo ha de decirse de otras 
l^pstituciones propuestas por aquellos que no quieren reco- 
éii el Estado la función jurídica de que hemos hecho 
anción y que hasta es esencial en él. 

Con este trabajo hemos querido demostrar que la escuela 
•nómica realista está en lo cierto al sostener que las leyes 
cómicas son leyes éticas^ históricas, relativas, variables, 
o inmutables, como creen los socialistas con Lassalls 
)3 libertistas con Smith; que la economía política no 
^ reducirse á una mera ciencia descriptiva de las leyes 
■ económicas, sino estudiar, con ayuda de la socio- 
í factores varios determinantes de la aparición de 
omenos económicos, y los modos como deben ser re- 
ados estos últimos para que pueda realizarse el bienestar 
social; que, en fin, los datos de la economía política deben 
uás seriamente que hasta hoy ser objeto del estudio de la 
loso/ia del derecho^ 
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